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PRESENTACIÓN


Como todos sabemos, el derecho es una realidad que se encuentra en constante evolución, y es por ello que no debe sorprendernos que los distintos vocablos que se usan en las diversas fuentes jurídicas se modifiquen y sus significados se transformen. Por otro lado, no debemos de olvidar que una de las labores de nuestro Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM es la divulgación de la ciencia jurídica, no sólo a investigadores, especialistas y operadores del derecho, sino a estudiantes y profesionales de otras áreas del conocimiento; en tal tenor es que a partir de 2019, en el propio Instituto nos dimos a la tarea de elaborar un Lexicón jurídico que agrupara las diversas voces que conforman el vocabulario que se emplea en el derecho mexicano y que son de uso constante, dando una sencilla explicación para auxiliar a dichas personas interesadas en lo jurídico.

La obra que hoy tenemos el gusto de presentar busca proporcionar una sencilla exposición de las voces que integran las diversas materias jurídicas de carácter teórico y práctico que se usan de manera constante en la academia, en las universidades y en la actividad profesional, tanto en el ámbito público como en el privado.

Es importante resaltar que los conceptos que se presentan en esta obra han sido redactados en un lenguaje sencillo y claro, esto con el fin de que funjan como herramienta pedagógica que sea de utilidad tanto para los estudiantes del derecho que recién comienzan a familiarizarse con el lenguaje jurídico, como para todos aquellos especialistas que buscan corroborar, de forma rápida y accesible, el significado de algún vocablo.

La redacción de las 1,735 voces que conforman esta obra corrió a cargo de diversos investigadoras e investigadores de nuestro Instituto, así como de especialistas pertenecientes a otras instituciones académicas de México.

Finalmente, no resta más que agradecer a las y los colaboradores que participaron en esta obra, la cual, sin lugar a dudas, se convertirá en una herramienta de gran utilidad para todos aquellos interesados en el estudio de la ciencia jurídica.

Pedro SALAZAR UGARTE
Investigador en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM






Bioderecho

Análisis genético. Es el conjunto de los procedimientos destinados a conocer la salud de una persona o grupo familiar; descubrir la presencia, ausencia o variantes en el material genético. Asimismo, el objeto del examen puede ser el estudio de la naturaleza y magnitud de variaciones genéticas en una determinada población y, por último, también puede realizarse con fines de investigación científica o en investigaciones forenses.

Biobancos. Son reservorios de muestras biológicas humanas organizadas con información asociada a esas muestras. La finalidad de los biobancos está definida en el campo de la investigación genética al servicio de un sistema científico globalizado necesitado de comparar los resultados obtenidos en diferentes grupos de investigación. Los biobancos pueden contribuir a una mejor comprensión de las enfermedades multifactoriales, cuya causa pueden ser tanto factores genéticos como ambientales, más estilo de vida y, eventualmente, pueden también facilitar su prevención y tratamiento.

Biobancos forenses. Se debe entender como biobancos forenses las muestras biológicas almacenadas de manera manual o automatizada con el objetivo de analizar ciertas características físicas o patológicas para obtener información de la variabilidad genética humana aplicada a la resolución de casos criminales. Las muestras biológicas en materia forense incluyen desde orina, sangre, tejidos, órganos y células, hasta ADN (ácido desoxirribonucleico), ARN (ácido ribonucleico) y proteínas de seres humanos, entre otras.

Actualmente, las muestras biológicas, o los resultados de éstas, se digitalizan y almacenan en bases de datos automatizadas. Las bases de datos pueden organizarse en diferentes categorías de acuerdo con el propósito o fin por el que se hizo la recolección de información personal.

Bioderecho. Es el conjunto de materias jurídicas relacionadas con todos los seres vivos en general. Estas materias abarcan toda la materia viva presente en el planeta; es decir, animales y plantas y, en particular, en el ser humano, sus ecosistemas y su evolución.

Bioética. Es, según Van Rensselaer Potter: “—el conocimiento de cómo usar el conocimiento para el bien social— podría llamarse la «ciencia de la supervivencia», y sería un prerrequisito para mejorar la calidad de vida”. La ciencia de la supervivencia debe cimentarse en la biología, ampliada más allá de sus límites tradicionales para incluir los elementos más esenciales de las ciencias sociales y las humanidades, de ahí su carácter esencialmente multidisciplinario. El ejercicio de cualquier profesión o labor relacionada con la vida debe estar bajo la mirada de la bioética.

Bioseguridad (bioderecho). El término bioseguridad se refiere a las medidas que se implementan para detener la propagación e introducción al ambiente de la vida, de organismos nocivos para los humanos, animales y plantas. Las medidas tomadas son una combinación de procesos y sistemas que han sido puestos en marcha por los laboratorios de ciencias biológicas, los agentes de aduanas y los encargados de los procesos agrícolas para evitar el uso de agentes patógenos y toxinas peligrosas. El diseño, desarrollo e implementación de una eficaz constelación de medidas que tenga la capacidad de proteger y garantizar la salud de la población, de un vasto abanico de amenazas naturales o ataques bioterroristas, mediante el uso de agentes biológicos, y la construcción de protocolos que señalen la protección de las personas que trabajan en laboratorios y centros de investigación, se ha transformado en un nuevo foco de interés para el derecho, el cual exige un abordaje específico, determinado, precisamente, por la especificidad de las facetas jurídicas que encierra. De este modo, los alcances jurídicos (o biojurídicos) de la bioseguridad, en todas sus formas y significados, parecen demandar la mirada del bioderecho para su correcta intelección.

Biotecnología. Es la aplicación de la ciencia y la tecnología a los organismos vivos, así como a partes, productos y modelos de los mismos, para alterar materiales vivos o no, con el fin de producir conocimientos, bienes o servicios. Los avances biotecnológicos influyen de manera determinante en la elaboración de los modelos de desarrollo de nuestra sociedad y pueden afectar valores, principios, derechos y bienes jurídicos fundamentales; por ejemplo, la dignidad, la intimidad, la autonomía y la libertad, además de la propia vida y la salud psicofísica de los individuos. De estas cuestiones se ocupa el derecho de la biotecnología.

Células troncales. Son la células indiferenciadas capaces de generar distintos tipos de tejidos, como los constituidos por células hepáticas, nerviosas o epiteliales, o a las diversas estirpes de células sanguíneas. Existen diversos tipos de células troncales: las totipotenciales, que son las células germinales o gametos; las pluripotenciales, capaces de renovar cualquier tipo de célula o tejido, y las multipotenciales, con capacidad de renovar las células o linaje al que pertenecen, como, por ejemplo, las células troncales hematopoyéticas, que se encuentran en la medula ósea o en la sangre de cordón umbilical. México aún no adopta una legislación específica en materia de investigación con células troncales.

Comités de bioética. El artículo 41 Bis, fracción I, de la Ley General de Salud, los define como el grupo encargado de la resolución de los problemas derivados de la atención médica. Esto lo realizan mediante el análisis, discusión y apoyo en la toma de decisiones respecto a los problemas bioéticos que se presenten en la práctica clínica o en la docencia. Se encarga también de promover la elaboración de lineamientos y guías éticas institucionales para la atención y la docencia médica. Asimismo, el comité promueve la educación bioética permanente de sus miembros y del personal del establecimiento responsable de evaluar y dictaminar los protocolos de investigación en seres humanos. Como resultado, formulan las recomendaciones de carácter ético que correspondan. Por último, elaboran los lineamientos y guías éticas institucionales para la investigación en salud dando seguimiento a sus recomendaciones.

Concepción. La RAE define concepción como la acción y efecto de concebir, y concebir como quedar preñada la hembra, lo que ocurre a partir de la implantación del embrión en el cuerpo femenino y no antes. Frecuentemente, el término concepción se confunde con fecundación; sin embargo, éste último es la unión del elemento reproductor masculino con el femenino, que puede dar lugar o no a la existencia de un nuevo ser, según las circunstancias. Así, concepción y fecundación son términos distintos que no deben ser confundidos, aunque suelen ser utilizados como sinónimos, generando confusiones y malentendidos. La Convención Americana sobre Derechos Humanos estipula, en su artículo 4o.: “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción…”. En interpretación de este artículo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha determinado que su aplicación comienza a partir del momento en que ocurre la implantación del embrión en el cuerpo femenino y no antes.

Consentimiento informado. Éste es definido por la RAE como el consentimiento que ha de prestar el enfermo, o de ser imposible, sus allegados, antes de iniciarse un tratamiento médico o quirúrgico, tras la información que debe transmitirle el medico de las razones y riesgo de dicho procedimiento. Asimismo, los candidatos a ser sujetos de investigación médica deberán otorgar su consentimiento después de conocer los riesgos probables que la investigación podría generarles, así como si obtendrán o no algún beneficio.

Cuidados paliativos. De acuerdo con la definición vigente de la Organización Mundial de la Salud, los cuidados paliativos comprenden todo un enfoque destinado a mejorar la calidad de vida de los pacientes, y sus familias, al enfrentar problemas asociados con alguna enfermedad potencialmente terminal, aunque esta definición no se limita sólo a enfermedades que no pueden responder a tratamiento curativo. Las acciones que comprenden los cuidados paliativos se encaminan a través de la prevención y alivio del sufrimiento mediante la identificación temprana, la evaluación y el tratamiento impecable del dolor y otros problemas físicos, psicosociales y espirituales. Los cuidados paliativos consideran la muerte como un proceso normal y no pretenden adelantarla ni aplazarla; ofrecen un sistema de apoyo dirigido a que el paciente viva del modo más activo posible hasta el momento de su muerte, así como para que las familias puedan sobrellevar la enfermedad del paciente y su propio duelo. También incluyen aquellas investigaciones necesarias para comprender y manejar mejor las complicaciones clínicas de cada caso.

Daño a la salud. Se refiere al rubro reparatorio inmaterial a través del cual la administración se obliga a responder patrimonialmente por los daños antijurídicos y perjuicios asociados que le sean imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades públicas. Actualmente, la definición más universalmente aceptada del concepto daño a la salud es la “lesión o afectación a la integridad psicofísica” de una persona buscando evitar “la dispersión de categorías o tipologías abiertas de perjuicios que puedan llegar a trocarse o sobreponerse”. El daño a la salud tiene que ser abordado desde una perspectiva jurídica multifactorial, en la que la consideración de diferentes teorías y concepciones signifique la posibilidad cierta de optimizar la doctrina y la jurisprudencia, y, consecuentemente, señalar una determinación más objetiva e imparcial de los elementos y categorías que deben ser considerados en las sentencias para garantizar una indemnización justa y una reparación integral. Por lo tanto, no es necesaria la identificación, determinación y definición de otros resarcibles para la consideración de los perjuicios que no se encuentran, en la actualidad, incluidos en la doctrina del daño a la salud, sino que dichos perjuicios deberían ser directamente integrados al ordenamiento jurídico.

Derecho a morir con dignidad. Derivado de la concepción de eutanasia activa, el suicidio asistido, o auxilio al suicidio, es la decisión de una persona que sufre una enfermedad irreversible para acabar con su vida, y que cuenta con la ayuda de alguien para proporcionarle los medios necesarios que le permitirán perpetuar el acto que pondrá fin a su vida. Si la ayuda proviene de profesionales de la salud, se habla de suicidio médicamente asistido. La autonomía es un principio moral y legal relevante en relación con la libre determinación de poner fin a una vida que ya no consideramos digna, como un derecho humano. La dignidad es una cualidad atribuida a las personas, en el momento en que se ve afectada o degradada, los individuos son reducidos en su integridad y personalidad. Por tanto, decidir poner fin a la vida como parte de su derecho a autodeterminarse es respetar la autonomía de la voluntad y la dignidad de la persona, según lo que plantea este derecho.

Derechos de los pacientes. Actualmente denominados “derechos de los usuarios de los servicios de salud”. Configuran sólo una parte del derecho a la protección de la salud. Cabe señalar que el término paciente connota al de una persona que padece, física y corporalmente, alguna enfermedad, en especial quien se halla bajo atención médica. Asimismo, también significa la “persona que es o va a ser reconocida médicamente”.

Los derechos de los pacientes se encuentran reconocidos en diversos instrumentos legales, y entre los principales derechos están: recibir atención médica adecuada y ser informado cuando se requiera referencia de otro médico; recibir un trato digno y respetuoso, en especial tomando en cuenta sus convicciones personales y morales, relacionadas con sus condiciones socioculturales; recibir información suficiente, clara, oportuna, veraz y comprensible; decidir libremente sobre su atención, incluso la posibilidad de rechazar cada procedimiento diagnóstico o terapéutico; otorgar o no su consentimiento válidamente informado, siempre por escrito y de forma amplia y completa; ser tratado con confidencialidad, salvo los casos previstos en la ley; contar con facilidades para obtener una segunda opinión; recibir atención médica en caso de urgencia, en cualquier establecimiento de salud, sea público o privado, con el propósito de estabilizar sus condiciones; contar con un expediente clínico, de forma veraz, clara, precisa, legible y completa, así como a obtener un resumen del mismo, y ser atendido cuando se inconforme por la atención médica recibida, ya sea por parte de servidores públicos o privados.

Derechos sexuales y reproductivos. Éstos carecen de una definición jurídica, sin embargo, se reconoce a la sexualidad como parte del conjunto de atributos y facultades de la persona humana al ser una parte de su naturaleza. Estos derechos se refieren al libre ejercicio de la sexualidad y la reproducción en el ser humano debe ser entendida como una expresión de libertad, voluntad, responsabilidad, autonomía y autodeterminación. Este término ha sido construido a partir de conceptos feministas acerca de las relaciones sexuales, la procreación y los estereotipos que gravitan sobre mujeres y hombres a partir de la procreación. Los dos componentes de estos derechos, sexualidad y reproducción, son hechos intrínsecos a la naturaleza humana y a la sobrevivencia de la especie, pero han llegado a tener un impacto sobre la dignidad humana. La autonomía y autodeterminación personal de hombres y mujeres presupone el ejercicio libre de su sexualidad y de su reproducción con los límites y bajo la protección que señale el Estado.

Diagnóstico prenatal. Pruebas que se realizan antes del nacimiento con el fin de determinar la naturaleza de una enfermedad que afecte al feto; es decir, estudiar y, en su caso, diagnosticar el estado de salud fetal. Estas pruebas pueden realizarse desde poco después de la fecundación hasta inmediatamente antes del nacimiento. Se pueden dividir de acuerdo con: 1) el tiempo del desarrollo prenatal en el que se realizan; 2) si son de estimación de riesgo o diagnósticas, y 3) si son invasivas o no invasivas, según si se invaden los tejidos embrio-placentarios o fetales para tomar una muestra de ellos. El diagnóstico prenatal constituye una gran necesidad en la atención médica en nuestro país; sin embargo, las instituciones gubernamentales que lo realizan son limitadas y no alcanzan a cubrir las necesidades de la población. Por otro lado, el acceso a estos servicios a nivel privado, en caso de anomalías graves que pudieran acceder a un aborto, se concentra principalmente en la población de mayores recursos económicos, lo que profundiza la brecha en el acceso a los servicios de salud que existe entre ésta última y la población de escasos recursos y grandes necesidades.

Dignidad en bioética. Sobre el concepto de dignidad hay posturas escépticas, como la de Ruth Macklin, quien consideró inútil tal concepto por ser vacío, relativo e impreciso. Otras posturas, como la adoptada por la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos, de la Unesco, conciben la dignidad como una propiedad metafísica inherente a la naturaleza humana, absoluta, universal y no sujeta a graduaciones. Frente a estas dos perspectivas, escéptica y metafísica, existe una alternativa bajo la cual la dignidad es entendida como un límite de lo moralmente admisible, cuyo contenido sería esencial o exclusivamente negativo. La dignidad por vía negativa sigue el sentido de la segunda formulación del imperativo kantiano: obrar de modo que nunca nos tratemos a nosotros mismos ni a los demás sólo como simples medios, sino siempre al mismo tiempo como fines. Ello se traduce en mínimos inalterables que deben ser salvaguardados en cualquier ser humano, como la prohibición de tratos crueles y la discriminación.

Directrices anticipadas (bioderecho). Son conocidas bajo diferentes denominaciones: testamento vital, instrucciones previas, directrices avanzadas o anticipadas o deseos expresados anteriormente. Surgieron como la posibilidad de reconocer el derecho del paciente a manifestar su voluntad sobre los tratamientos médicos que admitiría o declinaría le fueran proporcionados, si llegara a suceder una situación donde él mismo no pudiera expresar sus deseos. Esta posibilidad no debe limitarse a pacientes en situación terminal, sino a cualquier persona. El requisito indispensable es que el sujeto, antes de manifestar su voluntad, haya recibido previamente la información necesaria. El principio de autonomía es la base para reconocer la capacidad para tomar aquellas decisiones médicas que le afectan a él en lo individual de una manera significativa y así convertir en efectivo su derecho a la autodeterminación física. Tanto cuando pueda directamente expresar su voluntad como cuando lo haga a través de directrices anticipadas.

Discapacidad (bioderecho). La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad expresa: “El concepto de discapacidad evoluciona y resulta de la interacción entre las personas con deficiencia y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones que las demás”. La evolución del concepto de discapacidad va de acuerdo con la época y la cultura. Dicha evolución se ha visto reflejada en los diversos modelos que la doctrina ha creado para atender a quienes padecen alguna discapacidad: el de prescindencia, el rehabilitador o médico, hasta llegar al social. Éste último reconoce que las limitaciones de los discapaces son producidas por las deficiencias de la sociedad para tomar en consideración sus necesidades y derechos fundamentales.

Discapacidad mental (bioderecho). Se define como la incapacidad psicosocial que puede derivar de una enfermedad mental y está compuesta por factores bioquímicos y genéticos. La incapacidad psicosocial es una discapacidad cognitivo-intelectual y puede ser temporal o permanente. Algunos ejemplos son la depresión, la esquizofrenia, el consumo de alcohol, el trastorno bipolar, el trastorno obsesivo compulsivo, entre otros.

La discapacidad mental también se considera una deficiencia que abarca limitaciones de las actividades y restricciones de la participación. Las deficiencias son problemas que afectan a una estructura o función corporal; las limitaciones de la actividad son dificultades para ejecutar acciones o tareas, y las restricciones de la participación son problemas para participar en situaciones vitales.

Drogas y bioética. Para la Organización Mundial de la Salud las drogas son:


...toda sustancia que, introducida en un organismo vivo, puede modificar una o más funciones de éste. Incluye materiales de muy diverso orden (planta, polvo, líquido, gas), que pueden ser comidos, bebidos, esnifados, inhalados, inyectados o absorbidos por la piel, pueden tener un efecto estimulante, deprimente, narcótico o alucinógeno, y pueden producir hábito.

...

Una droga es un compuesto químico capaz de modificar las funciones de las células, los tejidos y los órganos, y por tanto del organismo. Cuando esas funciones están alteradas por una enfermedad, las drogas pueden corregir esa alteración y tienen por eso un valioso uso terapéutico, a pesar de que esta acción benéfica pueda acompañarse —lo cual sucede prácticamente en todos los casos— de efectos colaterales o secundarios indeseables.



Para la bioética, las drogas juegan un papel importante, ya que todas las sustancias son legales y se emplean con fines terapéuticos, por lo que su uso no representa un problema bioético sino, en todo caso, de ética médica; es decir, que deben recetarse sólo cuando está indicado, en las dosis correctas y tomando en cuenta el diagnóstico. Si un médico receta una droga sin estar indicada, por ejemplo, porque recibe comisión por parte del laboratorio que la produce, estará cometiendo un fraude, una grave falta de ética médica, de ética profesional, pero no podría calificarse de falta bioética. En cambio, cuando se trata de las drogas en su acepción de sustancias con efectos psicoactivos y/o adictivos y se emiten leyes prohibitivas de su uso, estamos, sin duda, frente a un problema bioético, pues se está limitando la autonomía individual para ejercer la libertad de consumirlas.

Esto es lo que ha generado los diversos calificativos que se aplican a las drogas: ilegales, de adicción o adictivas, blandas, duras, de abuso, recreativas o de inicio, cada una con una definición propia que, a veces, puede variar mucho según quien la emita.

Edición genética. Es el uso de tecnologías en el laboratorio que guían y corrigen defectos genéticos. Desde hace más de 30 años se han utilizado diversas técnicas y métodos de modificación o edición del genoma con animales no-humanos, además de con importantes logros en la agricultura. El uso de esos métodos no había sido tan eficiente como hasta hace un par de años, con el surgimiento de novedosas técnicas de edición que han reavivado la discusión bioética existente. A pesar de los múltiples cuestionamientos que pueden generar estas técnicas, éstas son las mejores maneras conocidas para tratar enfermedades de corte genético. Sin embargo, la posibilidad real y factible de que la edición genética genere modificaciones en la línea germinal del genoma humano, o sea, que se trasmita a las siguientes generaciones, detona una controversia ética y científica.

Embrión. El diccionario de la RAE lo define de manera genérica como: “en la especie humana, producto de la concepción hasta los fines del tercer mes del embarazo”. Por su parte, la Ley General de Salud, en su artículo 314, fracción VII, define al embrión como el “producto de la concepción a partir de ésta, y hasta el término de la duodécima semana gestacional”.

Por otra parte, términos como genoma, células germinales, embrión o ADN (ácido desoxirribonucleico) han sido expresiones ajenas al derecho que hoy resulta imposible ignorar. Así pues, disciplinariamente, ahora generan nuevas y variadas reflexiones de carácter biojurídico.

Emergencias sanitarias. La definición jurídica se encuentra presente tanto en el ámbito jurídico internacional como en el nacional o doméstico. A nivel internacional es el termino para aludir a la propagación de enfermedades transmisibles a través de fronteras geográficas. En este ámbito, la Organización Mundial de la Salud es la autoridad con competencia en la materia, en atención a las disposiciones de su Constitución y al Reglamento Sanitario Internacional. Por otro lado, en distintos sistemas jurídicos nacionales o domésticos se ha empleado el término para abordar otro tipo de acontecimientos; por ejemplo, el incremento sustancial en el consumo de drogas o el aumento de casos de diabetes. En el caso de México, el artículo 73, fracción XVI, bases 1a. y 2a., de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, confiere facultades al Consejo General de Salubridad y a la Secretaría de Salud en la materia, a ésta última tratándose de “epidemias de carácter grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país”. Tales facultades se complementan por las disposiciones del título décimo de la Ley General de Salud, denominado “Acción Extraordinaria en Materia de Salubridad General”.

Especie humana. La RAE define a la especie como “cada uno de los grupos en que se dividen los géneros y que se componen de individuos que, además de los caracteres genéricos, tienen en común otros caracteres por los cuales se asemejan entre sí y se distinguen de los de las demás especies. La especie se subdivide a veces en variedades o razas”. En el campo de la ética y el derecho resulta obvio, en todo caso, que el concepto de especie o, más bien, la distinción entre especie humana y todas las demás, juega un papel fundamental en cuanto a que la persona humana es así: el único sujeto de derechos universalmente reconocido.

Eugenesia. Es el uso de la intervención técnica en la reproducción humana para mejorar o aumentar las capacidades y/o habilidades naturales de la especie. Actualmente, los métodos de eugenesia se centran en el diagnóstico prenatal o preimplantatorio; la exploración y la terapia fetal; la orientación y el consejo genético a los futuros padres para conocer si portan genes problemáticos o mutaciones que provoquen enfermedades graves; la fecundación in vitro y la ingeniería genética, así como la terapia génica. Con el desarrollo de la técnica de edición de genes mediante enzimas, denominada CRISPR, los biotecnólogos auguran que la ingeniería genética está en posibilidad de reemplazar o quitar genes dañados o mutados.

Eutanasia. La palabra eutanasia proviene del griego εὐθανασία, que significa “muerte dulce”. En el contexto de la medicina se entiende como una muerte sin sufrimiento físico. Se trata de una forma de muerte voluntaria, puesto que es el paciente quien decide morir y pide ayuda a su médico para que su muerte sea segura y en las mejores condiciones. Dicho de otra manera: es la acción médica que causa la muerte de un paciente, sin dolor, para poner fin a su sufrimiento, respondiendo a la petición expresa del paciente.

Fecundación asistida. Son todas aquellas manipulaciones médicas encaminadas a favorecer la fecundación cuando no se puede o no se desea realizar mediante la cópula. Es un concepto de uso reciente en el léxico jurídico que fue incluido como objeto de estudio por las consecuencias jurídicas que este tipo de manipulaciones ha presentado, sobre todo en el ámbito de la filiación. También se conoce bajo el término “reproducción asistida”.

Género. Es una categoría utilizada para analizar cómo se definen, representan y simbolizan las diferencias sexuales en una determinada sociedad. Esta categoría alude a las formas históricas y socioculturales en que mujeres y hombres construyen su identidad, interactúan y organizan su participación en la misma sociedad. Para la teoría del género el concepto citado es “el conjunto de rasgos que caracterizan la identidad, las habilidades desarrolladas, las tareas asignadas y el valor reconocido a mujeres y hombres en un determinado lugar y momento, los cuales son socialmente construidos como interpretaciones del sexo”.

Genoma humano. El genoma humano es el conjunto completo de la secuencia de ácido nucleico, codificado como ADN dentro de los 23 pares de cromosomas en el núcleo de la célula y en una pequeña molécula de ADN que se encuentra dentro de la mitocondria. Las técnicas impulsadas y desarrolladas por la ciencia genética, muy especialmente vinculadas a la decodificación del genoma humano, sin perjuicio de sus objetivos terapéuticos, tienen, en la actualidad, como principal propósito obtener conocimiento cierto acerca de cómo intervenir y manipular esa estructura. Por lo tanto, la regulación de la biomedicina y de la biotecnología debe ser considerada un ejercicio de reflexión jurídica de orden legislativo y constitucional. En este ámbito, los principios juridificados del bioderecho tienen la función de instalar, en estos niveles, un fundamento para la protección del ser humano, y de la vida en su conjunto, de los eventuales usos maliciosos y abusos de las técnicas genéticas.

Geriatría. Rama de la medicina que se ocupa de las enfermedades de la vejez y de su tratamiento. Está dedicada al cuidado de las personas adultas mayores, incluyendo aspectos preventivos, terapéuticos, rehabilitatorios y paliativos que integran los aspectos sociales y familiares. El objetivo prioritario de la geriatría es lograr el mantenimiento y la recuperación de la capacidad funcional de la persona adulta mayor para conseguir el máximo nivel de autonomía e independencia, de tal manera que se facilite su reinserción a una vida autosuficiente en el núcleo familiar y su entorno. En México, la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores define a la geriatría como “la especialidad médica dedicada al estudio de las enfermedades propias de las personas adultas mayores”. Y dentro de los objetivos de la política nacional de las personas adultas mayores se incluye: “Fomentar que las instituciones educativas y de seguridad social establezcan las disciplinas para la formación en geriatría y gerontología, con el fin de garantizar la cobertura de los servicios de salud requeridos por la población adulta mayor”.

Gestación por sustitución. Comúnmente conocida como maternidad subrogada, es una técnica de reproducción asistida que permite a una mujer llevar a término un embarazo y dar a luz un bebé que, genéticamente, es hijo de otros padres. La gestante subrogada, por tanto, es la mujer que, de común acuerdo con la persona o personas que aportan su material genético para crear un embrión, accede a que el mismo le sea trasferido a su útero y se compromete, después del periodo gestacional, a entregar al nacido a quien o quienes le encargaron la gestación. Cada legislación determina si acepta o rechaza los contratos de gestación por sustitución y, en caso de aceptarla, quiénes y en qué condiciones pueden celebrar los contratos. En nuestro país la falta de una legislación suficiente y adecuada perjudica los derechos de todos los involucrados en los procedimientos.

Homoparentalidad. Estructura familiar construida por dos padres o dos madres derivada de la identidad homosexual o lésbica de la pareja de personas adultas que la forman. La homoparentalidad es una forma más de la diversidad de familias aceptadas legalmente, a través del reconocimiento del matrimonio entre personas del mismo sexo, así como del derecho que tienen todas las personas de adoptar a menores. Las técnicas de reproducción asistida, incluida la gestación por sustitución, han hecho posible la conformación de estas familias; el resto de las características y variables de la homoparentalidad es similar a las familias heteroparentales.

Iatrogenia. La elaboración de un nuevo cuadro patológico a expensas del acto médico; es un daño producido por una droga, procedimiento médico o quirúrgico que el médico administra o realiza dentro de una indicación incorrecta. La iatrogenia se relaciona con el concepto de “mala práctica médica”, entendida como la práctica impropia o inhábil del desempeño profesional médico.

Interrupción legal del embarazo. La interrupción implica detener el curso de una gestación dentro de las primeras 12 semanas del proceso. La locución está vinculada con el derecho a la salud sexual y reproductiva de las mujeres y el derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento de hijas e hijos. En el marco del derecho, es la toma de decisiones relacionadas con la reproducción libre de discriminación, coerción o violencia, en los términos reconocidos por la Organización Mundial de la Salud. Los derechos humanos implícitos al concepto de interrupción del embarazo son la autonomía, la privacidad, la igualdad y la no discriminación, así como el derecho a la salud de las mujeres. En la Ciudad de México la interrupción del embarazo es un servicio de salud gratuito para todas las mujeres (residentes, no residentes, mayores y menores de edad) a través de métodos seguros y en espacios de confiabilidad del Gobierno de la Ciudad. Los procedimientos técnicos se realizan bajo estricta supervisión médica, en algunos casos a través de medicamentos y, en otros, mediante intervención quirúrgica, que puede ser un legrado o una aspiración, dependiendo de cada caso. La utilización de la denominada “pastilla del día siguiente” no es una interrupción del embarazo, pues ésta tiene por objeto impedir el embarazo y su ingesta es poscoital.

Investigación con animales. Investigación básica que tiene como finalidad ampliar el conocimiento científico sin perseguir, en principio, ninguna aplicación práctica. Existen varios tipos de investigación en animales: una es la biomédica o preclínica, para estudiar los mecanismos moleculares, bioquímicos y celulares involucrados en la etiología y patogenia de las enfermedades que afectan tanto a humanos como a los otros animales. La investigación clínica consiste en observaciones y ensayos clínicos en animales genéticamente modificados (como modelos de enfermedades humanas), con el fin de evaluar o confirmar los efectos clínicos de los agentes etiológicos. También existe la investigación quirúrgica, llamada cirugía experimental, la cual se practica sobre animales vertebrados, por lo general mamíferos, a fin de probar y evaluar nuevas técnicas o procedimientos. Otro uso que se les da a los animales en las ciencias de la salud es en la elaboración y pruebas de vacunas, toxoides y sueros hiperinmunes.

Investigación en humanos. Se refiere a la investigación que involucra a sujetos humanos y que está diseñada para avanzar las metas de la medicina y de otras profesiones relacionadas con el cuidado de la salud. La investigación en humanos está representada por la investigación clínica, y para cumplir con los estándares éticos y técnicos los comités de bioética específicos analizan y dictaminan previamente cada investigación.

Medicina genómica. Disciplina que forma parte de la medicina basada en el conocimiento de los genes, así como en el uso sistemático de las variaciones genómicas, con el objeto de identificar los riesgos a enfermedades, sus predisposiciones, así como la interacción de los genes con el medio ambiente para lograr el ejercicio de una medicina más predictiva, preventiva, personalizada y participativa. La medicina genómica utiliza el análisis genotípico para evidenciar los polimorfismos que permiten conocer el estado de salud tanto de los individuos como de las poblaciones. También se encarga de conocer los trastornos genéticos causantes de deficiencia mental y/o física y analiza aquellos genes que predisponen a enfermedades tan comunes como la diabetes, la hipertensión arterial, los problemas cardiovasculares, el cáncer, los trastornos psiquiátricos, e incluso la susceptibilidad a enfermedades infectocontagiosas.

Muerte encefálica. Se define como la pérdida irreversible de las funciones de todas las estructuras neurológicas intracraneales, tanto de hemisferios cerebrales, así como del tronco encefálico, a partir de un diagnóstico basado en evidencia de estudios, pruebas clínicas y, en su caso, periciales. En la actualidad existe una gran variedad de instrumentos médicos y guías normativas internacionales de recomendaciones relacionadas con el diagnóstico clínico para determinar la muerte encefálica.

Objeción de conciencia en la medicina. La negativa de un médico a realizar ciertos actos médicos o a tomar parte en determinadas actividades científicas y legalmente aceptadas (en concordancia con la lex artis medica) que se encuentran dentro del ámbito de su competencia, aduciendo la trasgresión que dicho acto hace a su libertad de pensamiento, conciencia o religión (principios morales y creencias religiosas personales). Es una práctica de resistencia que sólo podría ser válida cuando respete los derechos de los pacientes a la salud; no ponga en riesgo su vida y no los coloque en estado de indefensión; no se trate de emergencias médicas y haya personal no objetor que pueda atenderlos. Habrá que tomar en cuenta los objetivos que asumen los profesionales de la medicina, la enfermería y otras áreas participantes en la atención de la salud al elegir dedicarse a la atención de pacientes.

Obstinación terapéutica. Es la utilización de procedimientos médicos preventivos, diagnósticos y terapéuticos dirigidos a prolongar la vida del paciente en circunstancias tales que resulta muy dudoso que los mismos produzcan efectos benéficos; en cambio, es probable que conduzcan a un alargamiento del proceso de muerte. En un inicio se utilizó el término “encarnizamiento terapéutico”, pero este concepto presupone una intención de causar un daño que usualmente no corresponde a la realidad; por el contrario, el concepto “obstinación terapéutica” desliga a los procedimientos de una supuesta intencionalidad negativa. En la práctica, el médico debe tener los conocimientos necesarios y la honestidad suficiente para identificar aquellos tratamientos que permitan vislumbrar una curación, o, al menos, brindar un paliativo del dolor, de aquellos otros que, lejos de producir una mejoría, empeorarían la situación del paciente.

Organismos genéticamente modificados (bioderecho). Son especies a las cuales se les modifica el genoma a través de la inserción de genes obtenidos de otras especies, cuando las primeras, originalmente, no los poseían. Las críticas a la transgénesis se basan en objeciones que señalan dilemas éticos y jurídicos. El abordaje biojurídico de estos organismos (OGM) debe partir, al menos, desde tres perspectivas consustanciales entre sí: i) los derechos de las personas de adoptar la tecnología transgénica con objeto de producir o cultivar alimentos y así evitar una muerte por hambre (basada en los derechos humanos y principios de rango constitucional, como la igualdad, la dignidad y la integridad); ii) el equilibrio y balance entre los beneficios y riesgos asociados a la tecnología transgénica utilizada, en donde parece que los beneficios superan a los riesgos (basada en un enfoque biojurídico de beneficencia utilitarista), y iii) la confianza en la capacidad del ser humano de llevar a cabo la innovación y el descubrimiento con sabiduría, aunada a cuidadosas regulaciones de la tecnología transgénica (basada en un bioderecho teleológico, en sintonía con una ética de las virtudes aristotélica y un imperativo de responsabilidad social).

Patente en biotecnología. Es aquella que puede configurarse como un pacto entre un inventor y un Estado concreto, en el cual el primero desvela los entresijos de su invención y el segundo le garantiza, como contrapartida, el monopolio de la explotación de aquella durante un tiempo determinado. Este pacto permite al inventor rentabilizar lo invertido y obtener un beneficio. El monopolio otorgado se conoce como un ius prohibendi; esto es, la posibilidad de impedir a un tercero, que no cuente con consentimiento (licencia) para la fabricación, el ofrecimiento, la introducción en el comercio o la utilización de un producto objeto de la patente o la importación o posesión del mismo para alguno de los fines mencionados. Para obtener una patente biotecnológica será necesario el cumplimiento de tres condiciones básicas: novedad, actividad inventiva y aplicación industrial.

Principio de precaución (bioderecho). Desde su origen, el concepto tiene una equivocidad que ha dado lugar a una intensa polémica, resultado, en buena medida, de su utilización en distintos ámbitos, como el filosófico, el jurídico, el político, el social, el económico y el científico. Además, el término ha sido utilizado en contextos de aplicación muy heterogéneos: cambio climático, protección de los mares, flora, fauna, riesgos de los organismos transgénicos, etcétera. El principio de precaución ordena que cuando las actividades humanas pueden conducir a riesgos de daño inaceptable —entendidos como aquellos que amenazan la vida, la salud humana o el medio ambiente y que, además, son irreversibles y científicamente plausibles pero inciertos—, deben ser tomadas acciones encaminadas a evitar o disminuir el riesgo de daño. Las acciones que se tomen deben evaluar las consecuencias tanto de la acción como de la inacción, así como ser proporcionales a la gravedad del riesgo.

Registros médicos a gran escala. Nuestra sociedad está organizada en torno a la información y el conocimiento que, en gran medida, se deposita y distribuye a través de grandes servidores de la red con fines comerciales, financieros, fiscales, organizacionales e incluso de salud. La reunión completa de nuestros datos se da en el sistema Big Data, que se caracteriza por las cinco “v”: volumen, variedad, velocidad, veracidad y valor. Su objetivo en la salud es catalogar a los individuos de acuerdo con sus datos biológicos almacenados en los biobancos, para que el paciente mismo cuente con la información y tome medidas preventivas con o sin ayuda del médico, ya que su información está en múltiples dispositivos, como pulseras, celulares, etcétera. Tal catalogación pretende precisar las características personales de los individuos y no sólo del grupo. Se creará entonces una medicina más precisa, al alcance del paciente, preventiva, autogestiva y menos costosa. Sin embargo, surgen múltiples dudas y, sobre todo, desafíos para la bioética en relación con los derechos humanos (reforzamiento de la autonomía, protección de la privacidad y la confidencialidad) y con la cada vez más necesaria protección del medio ambiente.

Salud mental (bioderecho). La Ley General de Salud la define como el estado de bienestar que una persona experimenta, derivado de su buen funcionamiento en los aspectos cognoscitivos, afectivos, conductuales y, en última instancia, como el despliegue óptimo de sus potencialidades individuales para la convivencia y/o la recreación. Los Principios para la protección de los enfermos mentales y para el mejoramiento de la atención a la salud mental, de la ONU, declaran que todas las personas tienen derecho a la mejor atención posible en materia de salud mental y deben ser atendidas con humanidad y respeto a su dignidad, tienen derecho a que se les proteja contra la explotación económica y sexual, el maltrato físico y el trato degradante; no deben ser discriminadas y tienen derecho a ejercer sus derechos civiles y políticos, económicos, sociales y culturales reconocidos en los diferentes instrumentos jurídicos internacionales.

Salud pública (bioderecho). Conjunto de condiciones mínimas de salubridad de una población determinada que debe ser garantizado y protegido por los poderes públicos. Entre las tareas que debe desempeñar el poder público se encuentran las de conducción, regulación, modulación de la financiación, vigilancia de aseguramiento y armonización, y el objetivo central a perseguir es la salud de las poblaciones y todos los aspectos que contribuyan a mejorarla.

Sistemas de salud. Engloba todas las organizaciones, instituciones y recursos destinados a llevar a cabo las actividades encaminadas a mejorar la salud. Por su importancia la atención a la salud trasciende a las entidades públicas, secretarías o ministerios de salud de cada país, de tal manera que la mayoría de los sistemas de salud nacionales incluyen tanto al sector público como privado, al tradicional y al informal. Sus cuatro funciones principales son la producción de servicios, la generación de recursos, la financiación y la gestión.

Mantener la salud de una población requiere de esfuerzos concurrentes y armónicos, los cuales permiten a los diferentes sectores de la sociedad tener cubiertas sus necesidades, por lo que, al igual que la atención médica, se deben tomar en cuenta los determinantes sociales de la salud, además de la medicina preventiva, la promoción de la salud y la salud pública. También forman parte de los sistemas de la salud las acciones complementarias, tales como la atención a la educación, la alimentación, el empleo, la vivienda y el transporte; asimismo, se incluyen los servicios básicos de agua potable, electricidad, saneamiento básico, basura y sistemas de desagüe.

Suicidio asistido. Es la ayuda que brinda una persona a otra, en respuesta a su petición, para proporcionarle los medios que le permitan quitarse la vida. Se distingue del suicidio médicamente asistido (SMA), que es la ayuda que proporciona un médico a un paciente, conforme a su petición, para darle los medios que le lleven a la muerte. En los casos de suicidio asistido el paciente es quien realiza la acción final de quitarse la vida. Esta opción se parece mucho a la eutanasia; sin embargo, cuando se aplica la eutanasia es el médico quien lleva a cabo la acción que conduce a la muerte del paciente. En el SMA la ayuda del médico se limita a proporcionarle los medios para que el paciente realice la acción final. En los países en los que se autoriza el SMA los criterios legales sobre el tipo de ayuda que el médico está autorizado a proporcionar son variables.

Técnicas de reproducción asistida. En el ámbito tecnológico y médico especializado, las técnicas de reproducción asistida (TRA) son conocidas como los procedimientos encaminados a facilitar la interacción entre gametos, óvulos y espermatozoides para aumentar la posibilidad de un embarazo. Actualmente existe una gran variedad de TRA, las cuales se pueden agrupar en las más conocidas: inseminación artificial y fertilización in vitro en sus distintas opciones. A través de la inseminación artificial se ponen en contacto los elementos ontogenéticos, masculino y femenino, dentro del cuerpo de la mujer. En cambio, en la fertilización in vitro la fertilización ocurre en un recipiente de vidrio, de ahí su nombre, en el cual se une al óvulo con el espermatozoide. Una variante de la fertilización in vitro que ha despertado polémica, es la denominada fertilización de tres progenitores, destinada a eliminar algunas enfermedades congénitas causadas por defectos en la mitocondria; es decir, la parte exterior del óvulo fuera del núcleo. Otra variante, la clonación, podría ser utilizada como un método de reproducción asistida, pero ha sido sistemáticamente rechazada y se encuentra prohibida. Por otra parte, la clonación puede servir a un fin distinto ajeno a la reproducción; esto es, para producir células troncales de los embriones durante las primeras divisiones celulares, con embriones que no fueron utilizados en reproducción y que son muy útiles en las investigaciones médicas para estudiar enfermedades.

Transexualidad. Es también conocida como el síndrome de Harry Benjamin, nombre del psiquiatra que estudió un caso planteado por el famoso sexólogo Alfred Kinsey, que trataba a un hombre joven que deseaba ser mujer.

El transexualismo es considerado, por algún sector de la medicina y la psiquiatría, uno de los “extremos del espectro de los desórdenes disforia de género” o un “trastorno de la identidad sexual”. Éste se caracteriza por un rechazo del sexo anatómico y por la identificación personal de pertenecer al otro género. Se desarrolla una identidad de género que no corresponde con la morfología de los genitales y las características sexuales secundarias. La identidad sexual y la identidad de género no son compatibles, generando un estado de disforia. La disforia (del griego dysphoros, de dis, “difícil”, y fero, “llevar”) se caracteriza, generalmente, por ser una emoción desagradable o molesta. Por lo tanto, es un trastorno mental caracterizado por una identificación acusada y persistente con el otro sexo, lo que, a su vez, origina un sentimiento de inadecuación con el rol genérico y provoca un profundo malestar psicológico y alteraciones significativas en el área social, ocupacional, o en cualquier otro aspecto importante del funcionamiento personal.

Trasplante de órganos. Acto de sustituir físicamente la función de algún órgano o tejido que ha caído en insuficiencia irreversible para cumplir con la función que le corresponde mediante la implantación de otro órgano o tejido proveniente de otro ser vivo o de un cadáver. En el caso de trasplantes entre vivos es requisito indispensable que el donante sea una persona con capacidad jurídica para donar, y en el caso de menores, que sean sus representantes legales quienes consientan el acto, siempre que el donante no sea sometido a riesgos graves para su salud. En la actualidad se efectúan trasplantes de riñón, hígado, corazón, pulmón, páncreas e intestino, además del uso rutinario de diversos tejidos como sangre, médula ósea, córneas, hueso, piel, válvulas cardiacas y segmentos de arteria. La legislación mexicana reconoce los trasplantes de órganos como una modalidad terapéutica útil a la sociedad y, por tanto, aceptada. La Ley General de Salud regula, en el título XIV “Donación, Trasplante y Pérdida de la Vida”, la donación (capítulo II), los trasplantes (capítulo III) y la pérdida de la vida (capítulo IV).

Violencia obstétrica. Cualquier acción u omisión del personal de salud que cause un daño físico y/o psicológico a la mujer durante el embarazo, parto o puerperio. Este daño puede expresarse en la falta de acceso a servicios de salud reproductiva; un trato cruel, inhumano o degradante, o un abuso de medicalización, cuando esta acción menoscabe la capacidad de la mujer de decidir de manera libre e informada sobre los procesos reproductivos. Esta violencia resulta, para las mujeres, una pérdida de autonomía y de capacidad para decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, que puede, además, generar un impacto negativo en su calidad de vida.






Comercio exterior

Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP). El Acuerdo de Asociación Transpacífico (AAT, o TPP, por sus siglas en inglés) se conforma por cuatro países iniciales o fundadores: Brunéi Darussalam, Chile, Nueva Zelanda y Singapur. En 2008 se llevaron a cabo negociaciones para incluir a los Estados Unidos de América, Australia, Perú y Vietnam. En 2010 se incorporó Malasia al proceso y, en 2012, México y Canadá se convirtieron en miembros oficiales del proceso negociador tras haberlo solicitado en 2011. Tanto Tailandia, Filipinas, Indonesia, Taiwán, Corea, Colombia y, notablemente China, han mencionado su intención de formar parte del Acuerdo. Los países participantes en las negociaciones son: Australia, Brunéi Darussalam, Canadá, Chile, Estados Unidos de América (que abandonó el foro en 2017), Malasia, México, Nueva Zelanda, Perú, Singapur, Japón y Vietnam. El TPP busca desarrollar un régimen de comercio regional con evidentes implicaciones tanto a mediano como a largo plazo para la zona Asia-Pacífico y el resto del mundo, que ha iniciado un proceso de ajuste comercial importante ante los magros avances de la Organización Mundial de Comercio. El 23 de enero de 2017 el presidente de los Estados Unidos de América anunció la salida de aquel país del acuerdo comercial, y con ello provocó una reacción importante de freno en los procesos de aprobación por parte del resto de los países que participaron en el proceso de negociación. En el caso de México, el 10 de diciembre de 2015 se firmó el Acuerdo de la Mesa Directiva, por el que se estableció el proceso de análisis y discusión del TPP. Ante el anuncio estadounidense se decidió suspender el proceso de análisis y, en su caso, aprobación por parte del Senado. En declaraciones emitidas en julio de 2017, el secretario de Economía sostuvo que la iniciativa de aprobar el Acuerdo de Asociación Transpacífico con sólo 11 naciones, sin incluir a Estados Unidos, no tuvo ningún problema en su proceso legal porque sólo se tuvo que cambiar la cláusula referente a su entrada en vigor.

Acuerdo General de Aranceles y Comercio (GATT). El GATT (General Agreement on Tariffs and Trade) es un acuerdo multilateral de comercio que se creó el 1o. de enero de 1948. Tiene por objeto desarrollar y liberar los intercambios de mercancías a nivel internacional. Sus principios fundamentales son los siguientes: 1) cláusula de la nación más favorecida; 2) la reciprocidad; 3) la no discriminación; 4) la igualdad formal de todos los Estados, y 5) las tarifas y aranceles como únicos reguladores de los intercambios comerciales entre sus miembros. El GATT estuvo compuesto por 121 países y reguló, esencialmente, los intercambios de manufacturas, pues estuvieron fuera de la competencia los productos agropecuarios y los llamados “productos básicos” y “materias primas” (cobre, petróleo, café, azúcar, estaño, etcétera). México ingresó al GATT en 1986, y desde ese momento ha disciplinado su política comercial a los lineamientos multilaterales; participó activamente en la Ronda Uruguay (1986-1994), cuyos acuerdos comprenden los siguientes temas: acceso a mercados, agricultura, textiles y vestido, medidas sanitarias y fitosanitarias, obstáculos técnicos al comercio, antidumping, salvaguardias, inspección previa a la expedición, normas de origen, trámite de licencias de importación, derechos de propiedad y solución de diferencias. Finalmente, por iniciativa de México, Canadá y la Unión Europea, los países participantes en la Ronda Uruguay acordaron la creación de la Organización Mundial de Comercio (OMC), que proporcionará un estatus jurídico permanente, reemplaza al viejo GATT y, a su vez, establece un conjunto homogéneo de reglas claras para su funcionamiento. La OMC es el nuevo foro de negociaciones multilaterales al que corresponde administrar todas las instituciones surgidas de esta importante Ronda multilateral.

Barreras no arancelarias. El arancel significa una carga económica que debe de cubrir el exportador para que su mercancía se “desaduane” del almacén fiscal y pase a ser propiedad del comprador. En la teoría clásica del comercio exterior o internacional, el arancel se clasifica como una forma de controlar las importaciones al incrementar el precio de compra y su repercusión necesaria en el adquiriente o usuario. Las barreras no arancelarias se reflejan en la utilización de cualquier tipo de medidas legítimas que un Estado puede utilizar para estorbar, hacer lentas las importaciones, burocratizarlas a base de trámites y papeleo, certificados de diversa índole y, en general, estorbar dichas importaciones como una forma de controlarlas. Eventualmente se pueden utilizar tanto los aranceles como las barreras no arancelarias en las actividades de importación como de exportación, en el caso de que un producto tenga gran demanda en el exterior y, por su condición natural, pueda extinguirse o recuperarse lentamente. En México, el artículo 131 de la Constitución faculta al Ejecutivo a disminuir, aumentar o suprimir los aranceles tanto de exportación o importación, y para imponer las demás medidas derivadas de las causas antes citadas que sean en beneficio del país. Respecto a las medidas de regulación y restricción no arancelarias, la Ley de Comercio Exterior establece que el Ejecutivo federal podrá establecer medidas para regular o restringir la exportación o importación de mercancías a través de acuerdos expedidos por la Secretaría o conjuntamente con la autoridad competente, así como establecer medidas para regular o restringir la circulación o tránsito de mercancías extranjeras por el territorio nacional procedentes del y destinadas al exterior, a través de acuerdos expedidos por la autoridad competente.

Centro Iberoamericano de Arbitraje (CIAR). Es una institución arbitral con carácter esencialmente iberoamericano, orientada a la resolución de conflictos que involucren a los operadores de cualquiera de los 22 países que integran la Conferencia Iberoamericana. Se creó con la firma del Acuerdo Marco de Cooperación en la Ciudad de Brasilia, Brasil, en 2012. Fruto del acuerdo de las cámaras y organizaciones empresariales y de comercio iberoamericanas; de los colegios y principales asociaciones de abogados, representados por la Unión Iberoamericana de Abogados (UIBA), con colaboración de la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB) y la Conferencia de Ministros de Justicia Iberoamericanos (COMJIB), fue presentado el Centro Iberoamericano de Arbitraje (CIAR) en el seno de la XXII Cumbre de Jefes de Estado, que se celebró en Cádiz los días 16 y 17 de noviembre bajo el lema “Una relación renovada en el bicentenario de la Constitución de Cádiz”. Las instituciones, organizaciones y organismos internacionales firmantes del acuerdo, al que puede adherirse toda otra institución gubernamental u organización pública o privada, así como organismos internacionales y multilaterales, suscribieron el acuerdo al partir de una realidad: que Iberoamérica constituye un espacio multinacional fundamentado en principios y valores, además de una identidad cultural, histórica y lingüística compartida. El Centro, y aquí su característica esencial, es específicamente iberoamericano; esto es, “orientado a la resolución de conflictos que involucren a los operadores de cualquiera de los veintidós países que integran la Conferencia Iberoamericana y sus idiomas de trabajo serán el español y el portugués”.

Comercio exterior. Constituye aquella parte del sector externo de una economía que regula los intercambios de mercancías, productos y servicios entre proveedores y consumidores residentes en dos o más mercados nacionales y/o países distintos. Se trata de transacciones físicas entre residentes de dos o más territorios aduaneros que se registran estadísticamente en la balanza comercial de los países implicados. Para los proveedores exportadores, la transacción de comercio exterior se registra en la columna “exportación”, mientras que para los consumidores e importadores de esa misma transacción se registra en su balanza comercial en la columna “importación”. La disciplina jurídico-económica que regula el intercambio conocido como de comercio exterior es la política comercial externa o política económica internacional, sector que, junto con las demás políticas sectoriales, conforman la política económica de un país. El comercio exterior constituye el objetivo de la política comercial, misma que puede orientarse a finalidades proteccionistas, liberales o neoliberales y estatistas, según sea el sistema económico vigente. Las operaciones de comercio exterior son variadas y jurídicamente pueden asumir diversas modalidades: compraventa mercantil internacional; arrendamiento de muebles entre residentes de dos o más países; arriendos temporales, conocidos técnicamente como operaciones temporales, etcétera.

Dumping. Práctica desleal de comercio internacional que ejecutan las empresas y que tiene como objetivo vender o exportar un bien, mercancía o servicio a un precio inferior al que se vende en el mercado del país de origen o de fabricación (valor normal), en un mercado extranjero, con lo que se perjudica o daña a los productores domésticos de bienes idénticos o similares. Esta práctica mercantil ilícita en el derecho del comercio internacional faculta al gobierno del país-mercado afectado a reprimirlo con la imposición de una tasa arancelaria (impuesto-derecho, sanción pecuniaria) equivalente al margen de dumping, siempre que se observe un procedimiento legal previo que garantice el derecho de audiencia y la igualdad de las partes en el país que aplica el impuesto antidumping. Los elementos que tipifican el dumping son: a) discriminación de precios; b) daño o amenaza de daño a productores del país de importación, y c) relación causal entre la cantidad de productos importados en dumping y el daño causado a los productores domésticos. En el derecho económico mexicano la práctica de dumping está regulada y sancionada por la Ley de Comercio Exterior (LCE) y por su reglamento, que establecen el procedimiento administrativo en el caso de que productores nacionales sientan afectados sus intereses por importaciones de productos extranjeros con precios discriminados. La sanción que puede aplicarse a los productos en dumping se denomina cuota compensatoria, y tiene el carácter de aprovechamiento, según la LCE. Supletoriamente se aplica el Código Antidumping del Acuerdo General de Aranceles y Comercio (GATT), que se incorporó al derecho mexicano desde 1988.

Integración económica internacional. Es el conjunto de sujetos, procesos económicos y políticos tendente a la creación de relaciones económicas más estrechas entre las áreas involucradas y a la constitución de una unidad económica o política por un grupo de Estados nacionales. Los procesos y formas de integración económica internacional pueden darse en cinco grados, determinables por un orden de intensidad creciente, cada uno constituido por el grado precedente al que se agrega un elemento nuevo. Y son: la zona de libre comercio, la unión aduanera, el mercado común, la unión económica y la integración económica total. 1) La zona de libre comercio es una asociación entre un número de países, normalmente inspirada por la proximidad geográfica, que ha decidido abolir progresivamente los derechos de aduana, cuotas, subsidios a la exportación y otras restricciones cuantitativas a la libre circulación de productos originarios de la zona; medidas gubernamentales que puedan influir en el comercio internacional. 2) La unión aduanera resulta del acuerdo entre un cierto número de países separados para uniformar y/o abolir de manera progresiva los derechos de aduana y restricciones cuantitativas (ya sean límites al volumen o gravámenes que pagar) respecto a la circulación y comercio mutuo de los productos originarios de los países involucrados en la zona. 3) El mercado común es una unión aduanera complementaria por decisión de los países miembros, con la libre circulación y el libre establecimiento de personas y capitales. 4) La unión económica es un mercado común con armonización de políticas económicas. 5) La integración económica total presupone y requiere la unificación de las políticas monetarias, fiscales, sociales y anticíclicas, además de la instauración de una verdadera autoridad supranacional.

Inversión extranjera. La ausencia de una definición estricta de inversión extranjera (IE) se debe, en gran parte, a su carácter mutante y realmente complejo. Al ser las ciencias económicas las que aportan los elementos de la definición de IE, la definición jurídica se subordina a la económica, con resultados poco armoniosos derivados de los distintos fines buscados por ambas materias. La definición económica aporta los principales elementos constitutivos del concepto de IE, que son aportación, temporalidad, riesgo y propósito de lucro. El segundo tipo de aportaciones, las que se dan en especie, permiten, entre otras cosas, que los derechos sobre propiedad intelectual puedan ser considerados una IE, aspecto imprescindible dada la realidad del comercio internacional actual. Por tanto, el segundo elemento, la temporalidad, se presenta como la piedra angular para definir una actividad como IE. Otro punto importante para la definición de la IE es el referente a qué se entiende por inversionista, ya sea persona física o jurídica. El artículo 2o., fracción III, de la Ley de Inversión Extranjera (LIE), utiliza un término común para definir tanto a personas jurídicas extranjeras como a personas físicas. Bajo el rubro general de definiciones, la LIE define a un inversor extranjero como la persona física o moral de nacionalidad distinta a la mexicana y las entidades extranjeras sin personalidad jurídica. Uno de los aspectos más característicos del régimen legal de la IE es que los sujetos del mismo no se limitan solamente a las personas jurídicas extranjeras; también se incluyen las empresas mexicanas con mayoría de capital extranjero.

Medidas de salvaguarda. Son aquellos instrumentos de regulación y control cuyo objeto es, a juicio del Ejecutivo, restringir o prohibir la importación, exportación, circulación o tránsito de mercancías. Su objetivo fundamental es la protección de la industria nacional y la regulación de la economía del país en beneficio de la nación. Dentro de sus características está la temporalidad, que no podrá exceder de cuatro años. Ahora bien, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 45 de la Ley de Comercio Exterior, las medidas de salvaguarda son aquellas que regulan o restringen temporalmente las importaciones de mercancías idénticas, similares o directamente competitivas a las de producción nacional y que tienen por objeto prevenir o remediar el daño serio y facilitar el ajuste de los productores nacionales. Las medidas de salvaguarda sólo se impondrán cuando se haya constatado que las importaciones han aumentado en tal cantidad y en condiciones tales que provocan o amenazan causar un daño serio a la producción nacional. Las medidas de salvaguarda podrán consistir en: a) aranceles específicos o ad-valorem; b) permisos previos, y c) cupos máximos.

Prácticas desleales de comercio internacional. Para la doctrina, en sus postulados básicos, seguir las reglas de la competencia internacional constituye la práctica leal del comercio. Alterarlas de manera artificial por cualquier medio será desleal y provocará, ante su evidencia, una reacción en contra, que a su vez constituye todo un capítulo de la teoría del comercio internacional, conformado por sanciones o medidas tendientes a restablecer o encauzar su competitividad original o natural. Las prácticas más comunes de carácter desleal son las que afectan al precio de venta del producto, de ahí que se las ubique dentro de la teoría general de precios, por tratarse de una discriminación de los mismos. Las prácticas desleales más típicas y comunes son el dumping y los subsidios o estímulos directos otorgados por un gobierno. En ambos casos se busca equilibrar esa situación, para que luego se apliquen derechos antidumping o impuestos o cuotas compensatorios. De acuerdo con el artículo 28 de la Ley de Comercio Exterior, se consideran prácticas desleales de comercio internacional: a) la importación de mercancías al territorio nacional en condiciones de discriminación de precios, o b) que sean objeto de subvenciones en su país de origen o procedencia y que causen o amenacen causar daño a la producción nacional del mismo producto, o bien, del producto similar debe existir una relación causal entre la práctica desleal y el daño causado.

Principios que rigen el comercio internacional. Las relaciones comerciales internacionales obedecen a los intereses de las partes involucradas, y normalmente prevalece el más fuerte de los contendientes. Así, no han faltado acuerdos o intentos de entendimiento para evitar los innumerables conflictos que puedan presentarse. En 1947, cuando se consolidaron los tratados multilaterales que interpretaron regular las acciones comerciales internacionales, el Acuerdo General de Aranceles y Comercio (GATT-47) fue el primero de ellos, y su experiencia se prolongó 47 años hasta que se negoció la Organización Mundial de Comercio (OMC), pues el 1o. de enero de 1994 entró en vigor. En ambos acuerdos multilaterales, que comparten las mismas directrices, existen principios que guían a las normas acordadas que han logrado permanecer vigentes. Los principios son: 1) la reciprocidad; 2) la no discriminación; 3) nación más favorecida (si bien existen diversas excepciones al mismo, como las contenidas en el artículo XXIV del GATT, y 45 del Acuerdo de Asociación Latinoamericana de Integración [ALADI]); 4) reducción arancelaria; 5) sujeción de las barreras no arancelarias o fundamentos técnicos, de salud, de orden público y similar. Deben ser, además, temporales y sujetas a revisiones ordenadas; 6) desaparición de las barreras no arancelarias; 7) búsqueda de la mejora de los niveles de vida, pleno empleo, incremento de la producción de bienes y servicios para lograr un desarrollo sostenible; 8) protección del medio ambiente, y 9) utilización en la solución de controversias de los medios alternativos, como son la mediación, los buenos oficios, el amigable componedor, la conciliación y el arbitraje.

Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). Es el tratado más importante en materia de comercio en la historia de México, Estados Unidos y Canadá. El 12 de junio de 1991 los secretarios de comercio de México y Canadá, junto con la representante comercial de Estados Unidos, se reunieron en Toronto para el inicio de las negociaciones, mismas que se llevaron a cabo en tres niveles: el ministerial, el de jefes de negociación y el de los grupos de negociadores por tema. El 12 de agosto de 1992 concluyeron las negociaciones del TLCAN. La rúbrica del texto negociado se presentó en septiembre de 1992 y el Ejecutivo lo firmó el 17 de diciembre de ese mismo año. El artículo 102 del TLCAN establece los objetivos del tratado, que, incluidos el principio de trato nacional, la cláusula de nación más favorecida y la transparencia, sirven, junto con el derecho internacional, como criterio de interpretación y aplicación de las disposiciones del tratado, y son: 1) eliminar obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronteriza de bienes y servicios entre las partes; 2) promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio; 3) aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en los territorios de las partes; 4) proteger y hacer valer, de manera efectiva, los derechos de propiedad intelectual en el territorio de cada parte; 5) establecer procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del tratado, su administración conjunta y la solución de controversias, y 6) fijar los lineamientos para la ulterior cooperación trilateral, regional y multilateral encaminada a ampliar y mejorar los beneficios del tratado. El 16 de agosto de 2017, a iniciativa de los Estados Unidos, se iniciaron las negociaciones para la modernización del texto del tratado entre los gobiernos de los tres Estados parte. El resultado de las negociaciones fue la celebración de un nuevo tratado comercial denominado Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC), el cual fue firmado por los representantes de las tres naciones el 30 de noviembre de 2018, entrando en vigor el 1o. de julio de 2020. Con la firma de este nuevo tratado se sustituye al TLCAN.

Zona de libre comercio. La zona de libre comercio es una etapa inicial de los procesos de integración comercial, a través de la cual dos o más territorios aduaneros negocian la eliminación total de medidas restrictivas, arancelarias y no arancelarias, que impiden un comercio recíproco liberado. La siguiente etapa de una zona de libre comercio se conoce con el nombre de Unión Aduanera, caracterizada por levantar un arancel externo común que mantiene la liberación de su comercio recíproco. La formación de una zona de libre comercio supone la celebración de un acuerdo o convenio internacional entre los Estados que deciden integrarse. En el acuerdo o convenio, que técnicamente corresponde a un tratado, suelen incluirse, además de los compromisos sobre liberación del comercio, otro tipo de obligaciones que se traducen en reglas de conducta sobre las políticas económicas que regirán en la zona, especialmente aquellas que afectan el comercio exterior de cada parte; la solución de diferencias en casos de conflicto; el combate a las prácticas desleales de comercio; las medidas de salvaguarda o cláusulas de escape, etcétera. Es menester mencionar que en una zona de libre comercio cada uno de los Estados que la forman conservan la identidad de su territorio aduanero y admiten, sin pago de aranceles y sin aplicación de restricciones administrativas, excepto las autorizadas en el acuerdo constitutivo, las mercancías provenientes de los territorios de los demás Estados que integran la zona. Cada Estado, sin embargo, mantiene sus propias tarifas y restricciones frente a los Estados que no pertenecen a la zona.






Derecho administrativo

Actividad financiera del Estado. Es aquella que tiende a obtener ingresos, realizar gastos y gestionar los bienes que conforman el patrimonio económico del Estado. Todo ello se debe realizar con la debida planeación y programación, así como con transparencia tanto de la obtención de recursos como su destino. El Estado, para obtener recursos, aplica las contribuciones (la política fiscal conforme a los principios constitucionales de los impuestos), pero además debe provenir la vida económica del país, fomentando la exportación y producción de productos, otorgando beneficios fiscales a empresas socialmente responsables y realizando actividades para la explotación de propiedades del Estado dentro del marco de las atribuciones señaladas en el derecho público.

Acto de gobierno. Por acto de gobierno se entiende la manifestación de la voluntad del titular del Ejecutivo, y excepcionalmente del Poder Legislativo, en ejercicio de potestades que no están sujetas a regulación por parte del legislador ordinario, pues son asignadas en forma directa e inmediata en la Constitución y permanecen inmunes o no sometidas a control jurisdiccional, en razón de referirse a ciertos casos de seguridad interior, relaciones internacionales, relaciones entre los poderes públicos, de apremio económico general, así como de organización y orden del organismo estatal. La naturaleza del acto de gobierno es de carácter prioritario de alta política porque se refiere al control del poder público en decisiones de interés nacional, pero es también un problema jurídico porque se trata de articular ese control por medios y procedimientos jurídicos y provoca su fiscalización por los tribunales. Con base en el principio de que en el Estado constitucional de derecho cualquier acto o norma producto de la potestad jurídica del gobierno no es inmune al control jurisdiccional, los actos de gobierno llevados a cabo por el titular del Poder Ejecutivo o por el Legislativo no otorgan ningún privilegio y deben respetar siempre los derechos humanos y los principios de la ética. Asimismo, pueden ser impugnables jurisdiccionalmente cuando afectan la esfera jurídica de las personas por sus consecuencias nocivas, aunque no por su materia, no obstante se aduzca el más alto interés nacional.

Acto discrecional. Es el acto administrativo que tiene su fundamento en una ley o reglamento que deja al órgano ejecutor un poder libre de apreciación para decidir si debe obrar o abstenerse; cuándo debe obrar, cómo y cuál va a ser el contenido de su actuación. Consiste en que los órganos del Estado pueden decidir su actuación o abstención al establecer sus propios límites y contenidos. Deben tomar en consideración la oportunidad, la necesidad, la técnica, la justicia, la igualdad o las razones para actuar de una determinada forma, según el caso, y de conformidad con las restricciones establecidas por la ley. Este tipo de acto se presenta cuando la propia ley faculta a la administración con un poder libre de apreciación para decidir su actuación y el contenido de ésta. Por regla general, de los términos que use la ley se podrá deducir si ella concede o no a la autoridad una facultad discrecional. Es así que normalmente, cuando la ley utiliza términos facultativos, no imperativos, se está frente al otorgamiento de un poder discrecional. De igual forma ocurre en aquellos casos en donde la ley deja a la autoridad libertad para decidir su actuación por consideraciones subjetivas, como las de necesidad, oportunidad, justicia, equidad, razonabilidad, racionalidad, suficiencia, exigencia del interés público o del interés social, etcétera. Se presenta la misma discrecionalidad cuando el supuesto jurídico contemple dos o más posibles respuestas en un mismo caso y no imponga ninguna de ellas con carácter obligatorio. Los elementos del acto discrecional son los siguientes: a) siempre son parte de la competencia del órgano administrativo;  b) sus límites están señalados por la ley; c) la ley debe autorizar al órgano administrativo para actuar con cierta libertad, y d) es el propio órgano el que debe estar autorizado para fijar las diversas modalidades de su actuación.

Acuerdo administrativo. En sentido amplio, el acuerdo administrativo es una resolución unilateral, decisión de carácter ejecutivo unipersonal, pluripersonal, o un acto de naturaleza reglamentaria. En sentido estricto, el acuerdo administrativo puede revestir aspectos formales, por lo que constituye el acto mediante el cual el titular de un órgano de jerarquía conoce de un asunto cuya resolución le compete y le ha sido sometida a consideración por el titular de un órgano de grado inferior. En México, la doctrina alude al acuerdo administrativo en función de los principios y normas jurídicas aplicables a las facultades y a la estructura del Poder Ejecutivo federal, su potestad y el rango jerárquico de los órganos subordinados a éste, no solamente para integrar la estructura, sino también para auxiliarlo en el ejercicio de dichas facultades. En la práctica, los acuerdos administrativos pueden ser expedidos por el presidente de la República, razón por la que están, muchas veces, revestidos de un carácter reglamentario. De conformidad con otras consideraciones, el acuerdo administrativo puede ser delegatorio de facultades o de firma.

Administración pública. Es una de las ramas fundamentales de las ciencias sociales que tiene como objeto determinar las normas, las políticas, los programas, las funciones, las estructuras, los sistemas, los procesos, los recursos y los procedimientos que regulan y controlan la actividad de las instituciones públicas, así como su interrelación con el sector privado y la ciudadanía, a fin de atender sus necesidades y planteamientos, al igual que el desarrollo de la sociedad.

Administrado. Es cualquier particular, persona física o moral, respecto de un administrador particular o de un administrador público. En tanto existe el administrado o lo administrado, existe el administrador, que es quien ejecuta la acción de administrar. Estrictamente hablando, el administrado es el sujeto de la acción realizada por el administrador público, quien se desempeña, al menos en principio, a favor de los intereses de aquel recíprocamente identificados con el interés público, de ahí que como agente estatal tenga el deber frente al administrado de producir ciertas cosas, y éste tendrá, correlativamente, obligaciones frente al Estado, por lo tanto, de ambos es de esperarse sensibilidad cívica y cooperación. Es común decir que el administrador público sólo puede hacer lo que la ley le permite, mientras que el administrado está en libertad de hacer lo que la ley no le prohíbe, si bien con la experiencia social paulatinamente se han superado restricciones jurídicas y se han alcanzado mayores libertades ante esa aparente apertura. El administrado tiene tanto derechos como obligaciones frente a todo el aparato estatal, ante el ejercicio del poder público desplegado en los tres poderes tradicionales, e incluso ante los organismos constitucionales autónomos. A pesar de lo anterior, el apelativo se aplica a sus relaciones con uno de esos poderes: el Poder Ejecutivo y la administración pública que se despliega regidos por el derecho administrativo que, como extensión de toda Constitución, es la base jurídica de la función administrativa desarrollada por el Poder Ejecutivo y la administración pública.

Anulación de los actos administrativos y sus efectos. La anulación del acto administrativo es la consecuencia jurídica derivada de la declaratoria realizada, ya sea por una autoridad perteneciente a la propia administración pública, generalmente de rango superior a la emisora del acto, o bien, por un órgano jurisdiccional derivado de la falta de cumplimento o irregularidad de los elementos de validez que prevé el ordenamiento jurídico. La anulación del acto administrativo trae como consecuencia que dicho acto deje de producir efectos jurídicos, y dependiendo de la carencia o irregularidad en sus elementos de existencia o requisitos de validez, traerá como consecuencia su nulidad o la anulabilidad en términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento donde sean independientes del primero, ni que los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste.

Aprovechamiento de recursos naturales. Es el uso o explotación de un bien o un elemento de la naturaleza susceptible de utilizarse para satisfacer una necesidad; se realiza a través de su extracción, valoración o incorporación en procesos productivos. Los recursos naturales son la base para el inicio de las actividades de producción agrícola e industrial. Por “aprovechamiento de recursos naturales” debemos entender el uso económico-legal de los bienes o elementos que existen en la naturaleza. Los recursos naturales pueden clasificarse en reales (el agua, el suelo, la fauna, etcétera) y potenciales (energía eólica [viento] o mareomotriz [mareas]). También se clasifican en inagotables (energía, agua y clima), renovables (los capaces de regenerarse, como la vegetación, el suelo y la fauna) y no renovables (los que existen en cantidad limitada y no se regeneran, como minerales y combustibles fósiles). Estos recursos se aprovechan según las características y potencialidades de cada comunidad, principalmente obteniendo madera para la construcción, la ebanistería, la elaboración de papel y celulosa; en ganadería, la agricultura, como forraje, etcétera. Es menester destacar que la apropiación o aprovechamiento de los recursos naturales debe “preservar y restaurar el equilibrio ecológico”; esto es, considerando la sustentabilidad para así evitar la destrucción de los elementos naturales.

Asociaciones religiosas. Las asociaciones religiosas, que junto con otras de naturaleza civil, mercantil, laboral, administrativa, electoral, etcétera, vienen a constituir una nueva forma de personalidad jurídica moral. Al hablar de “las iglesias y las agrupaciones religiosas”, ante la inconveniencia de ponerlas a todas bajo una misma denominación, se prefirió crear una figura jurídica especial llamada “asociación religiosa”.

La reforma constitucional de 28 de enero de 1992 estableció la posibilidad de que las agrupaciones religiosas tuvieran personalidad jurídica; reforma que está reglamentada por la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público (LARCP), Diario Oficial de la Federación del 15 de julio de 1992. La ley, o el Estado, no reconoce o desconoce —no lo puede hacer— a las iglesias y demás agrupaciones religiosas como tal (algunas tienen más de 5,000 años de existir), simple y sencillamente dispone que si quieren tener personalidad jurídica en el ordenamiento mexicano, se tendrán que registrar como esa nueva figura que son las asociaciones religiosas, y no es que tengan la obligación de hacerlo, pero si quieren que el Estado mexicano les otorgue personalidad jurídica y tengan los beneficios que establece la ley reglamentaria, se tendrán que inscribir en el registro constitutivo para los efectos de esa personalidad jurídica específica.

Podemos decir que son dos maneras como el ordenamiento jurídico otorga personalidad jurídica a una colectividad: después de verificar la existencia previa de una agrupación determinada, o certificando la Constitución en ese momento de tal asociación. Tratándose de las asociaciones religiosas, la ley en la materia prefirió el primer sistema.

La autoridad propia para aplicar la LARCP es la Secretaría de Gobernación, aunque puede auxiliarse de las autoridades estatales y municipales. En cuanto a su orden interno, las asociaciones religiosas se regirán por sus propios estatutos, teniendo tres elementos mínimos que deberán contener: a) las bases fundamentales de su doctrina o cuerpo de creencias religiosas; b) la determinación de sus representantes, y c) las entidades y divisiones internas. El artículo 9o. de la LARCP señala los derechos que tienen las asociaciones religiosas.

Atribución de facultades. Es cuando la ley otorga derechos y obligaciones a la autoridad administrativa para que pueda llevar a cabo el logro de sus fines. Al Estado se le exige satisfacer las necesidades de la colectividad y lograr un verdadero Estado de justicia, esto con el fin de equilibrar las desigualdades existentes entre las clases socialmente débiles y las que no lo son, así como para realizar funciones que los particulares no pueden llevar a cabo. Lo anterior amplía la atribución de sus facultades. Mediante sus atribuciones, el Estado ejecuta una serie de actos y hechos que le permiten realizar sus objetivos, los cuales pueden ser diversos, como de seguridad, vigilancia, prestación de servicios, salubridad, económicos, culturales, etcétera. El Estado ejerce sus atribuciones al individualizar su actuar mediante los funcionarios públicos; son ellos los que concretan las facultades otorgadas por la ley. La medida de los fines a lograr será el alcance de la atribución de facultades. De lo anterior surge el principio de la división de competencias, y con él se distribuyen las facultades a cada autoridad al delimitar su campo de acción.

Autonomía administrativa. Es la capacidad jurídica que, constitucional o legalmente, se concede a los integrantes de una institución para autogobernarse al emitir normas y regirse por ellas en todos los asuntos de su competencia, tanto interna (estructura, organización y gestión administrativa) como externa (relaciones con otros organismos y los particulares), sin interferencia de otras instituciones del Estado. También se le conoce como “descentralización”. Son organismos descentralizados las personas jurídicas creadas conforme a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y cuyo objeto sea: a) la realización de actividades correspondientes a las áreas estratégicas o prioritarias; b) la prestación de un servicio público o social, o c) la obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad social. Los decretos o leyes por las que se crea un organismo descentralizado deben establecer, entre otros elementos: la denominación del organismo; el domicilio legal; el objeto del organismo; las aportaciones y fuentes de recursos para integrar su patrimonio, así como aquellas que se determinen para su incremento; la manera de integrar el órgano de gobierno y de designar al director general, así como a los servidores públicos en las dos jerarquías inferiores a éste; las facultades y obligaciones del órgano de gobierno señalando cuáles de dichas facultades son indelegables; las facultades y obligaciones del director general, quien tendrá la representación legal del organismo; sus órganos de vigilancia, así como sus facultades, y el régimen laboral a que se sujetarán las relaciones de trabajo.

Ayuntamiento. El ayuntamiento o cabildo es el órgano colegiado que se erige como la autoridad política que gobierna y representa al municipio. Corresponde a las leyes orgánicas municipales establecer las atribuciones de los ayuntamientos, tanto las que corresponden al pleno del cuerpo colegiado como las que son propias de sus integrantes en lo individual: presidente, regidores y síndico o síndicos. Estas atribuciones son numerosas y de distinta naturaleza. Las tareas que cumple el ayuntamiento se ven respaldadas por un conjunto de servidores públicos, como son el secretario del ayuntamiento, el tesorero municipal, el comandante de la policía, el contralor municipal, los directores de las distintas áreas de prestación de servicios públicos, el juez del registro civil, el juez u oficial calificador de infracciones, los técnicos y otros auxiliares administrativos que sirven a la municipalidad. Los ayuntamientos cuentan con auxiliares territoriales de gobierno, como son los delegados y los subdelegados municipales. La integración de los ayuntamientos mexicanos obedece a procesos de elección directa, tanto para los que obtienen los cargos por mayoría relativa como los que los ocupan por representación proporcional, cuestiones que se regulan en las respectivas leyes electorales de los Estados.

Bando de policía y buen gobierno. Son instrumentos normativos, son los típicamente municipales. Los bandos pueden ser ordinarios o extraordinarios: los ordinarios son los que expiden los ayuntamientos al inicio de su gestión, que se suelen reiterar cada año del periodo de gobierno, para hacer públicas las normas a las que habrá de sujetarse la vida municipal, como son de buen gobierno, de policía, y que en materias especiales darán cabida a los reglamentos de áreas particulares, como de espectáculos, de anuncios, de panteones, etcétera. Los bandos extraordinarios o solemnes son aquellos que expiden los ayuntamientos para dar realce a algún acontecimiento sobresaliente que deba ser conocido y difundido en la demarcación municipal, a fin de conmemorar algún aniversario importante o dar publicidad a la elección del presidente de la República o del gobernador del estado. En el bando de policía y buen gobierno se establecen las normas más generales que identifican al municipio, como su simbología, su toponimia, la enumeración de las localidades de su división territorial interna, así como los lemas que hayan sido adoptados de forma singular para la municipalidad. Igualmente, en este instrumento normativo se señalan las sanciones de carácter administrativo que se podrán aplicar a los infractores de las disposiciones reglamentarias; también se indican las bases generales de zonificación, desarrollo urbano y planeación del municipio.

Bienes de la Iglesia. Se entiende por “bienes eclesiásticos” al conjunto de bienes temporales que pueden pertenecer a la Iglesia universal, a la Santa Sede o a otra persona jurídica pública en la Iglesia. Lo anterior significa que solamente pueden ser titulares de dichos bienes las instituciones dotadas de personalidad jurídica pública canónica; nunca los individuos (laicos o clérigos) ni las personas privadas, individuales o colectivas.

Los fines del patrimonio eclesiástico son: el culto divino, la honesta sustentación de los clérigos y demás ministros, así como los demás fines propios; es decir, “las obras del sagrado apostolado o de la caridad, sobre todo con los necesitados”. El derecho canónico se ha preocupado por reglamentar de forma detallada el régimen jurídico de los bienes eclesiásticos, particularmente de la res sacrae o bienes sagrados; o sea, aquellos destinados al culto mediante la consagración, la bendición constitutiva o por disposición de una autoridad eclesiástica, y no pueden ser empleados para uso profano, salvo que sean execrados.

La Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, publicada el 15 de julio de 1992 en el Diario Oficial de la Federación, regula el régimen patrimonial de las asociaciones religiosas. Su artículo 16 señala que a las asociaciones religiosas les está permitido tener a título de propiedad, posesión o administración, exclusivamente los bienes indispensables para el cumplimiento de los fines propuestos en su objeto. Asimismo, la legislación advierte que las asociaciones religiosas en liquidación podrán transmitir sus bienes a otras asociaciones, salvo que la liquidación sea la sanción impuesta por una infracción a la ley, al tenor de su artículo 32. En tal caso, la totalidad de la masa de bienes pasará a la asistencia pública, y con respecto a los bienes nacionales que tuviera en uso, regresarán al pleno dominio público de la nación. Por otro lado, la ley hace mención al llamado “certificado de procedencia”, permiso mediante el cual la Secretaría de Gobernación resuelve sobre el carácter indispensable de los inmuebles que las asociaciones pretenden adquirir en los siguientes casos: que la adquisición sea mortis causa, que reciba a título de fideicomisaria (salvo que ella misma sea la única fideicomitente), o siempre que adquiera para instituciones en cuya constitución, administración o dirección intervengan, o hayan intervenido, asociaciones religiosas. Cabe añadir que se prevé en la expedición del mencionado certificado una afirmativa ficta de procedencia que opera en un término de 45 días de haber sido solicitado, hecho que tendrá que ser certificado en un documento emitido por la propia Secretaría a instancias de los interesados. Finalmente, manda el artículo 17 de esa ley que todos los bienes inmuebles deberán registrarse, registro que se efectuará ante la misma Secretaría de Gobernación. Además, está dispuesto que las asociaciones religiosas nombrarán y registrarán ante la Secretaría de Desarrollo Social y el Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, a los representantes responsables de los templos y bienes declarados monumentos propiedad de la nación, a efecto de velar por su salvaguarda y restauración.

Bienes del dominio público del Estado. Son un tipo especial de bienes muebles e inmuebles nacionales sujetos, de manera exclusiva, al dominio de la Federación, afectos a un uso público o a una utilidad pública, su titular es el Estado en alguna de sus facetas. Asimismo, por bienes del dominio público del Estado se puede entender un patrimonio, hacienda o caudal, sobre el cual un país soberano, o sus órganos de gobierno, tienen un poder de uso o disposición regulado en normas jurídicas. Los bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación están exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales. En México es inadecuado hablar de bienes del dominio público del Estado, más bien se debe hablar de bienes nacionales o bienes del dominio exclusivo de la Federación.

Burocracia. Término que engloba las diversas formas de organización administrativa a través de las cuales las decisiones de un sistema político se convierten en acción. La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal mexicana norma la actividad de las dependencias que auxilian al titular del Poder Ejecutivo de la Unión en el estudio, planeación y despacho de los negocios del orden administrativo; dependencias que se conocen como la administración pública centralizada. Por otra parte, el propio Ejecutivo también se apoya en las siguientes entidades de la administración pública paraestatal: organismos descentralizados, empresas de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, organizaciones auxiliares nacionales de crédito e instituciones nacionales de seguros y de fianzas, así como en los fideicomisos públicos. Los poderes Legislativo y Judicial también cuentan con sus propias leyes orgánicas en las que se establecen las formas y procedimientos en que se organizan para realizar sus funciones. Resulta interesante recalcar que la palabra burocracia también es utilizada peyorativamente; se señala con ella, en ocasiones, a lo más negativo de la administración pública: a lo caracterizado por las exigencias de detalle excesivo, la tramitación lenta, rutinaria y hasta redundante.

Catastro. Es el registro público de los bienes inmuebles ubicados en una demarcación territorial específica y que contiene la localización de dichos inmuebles: límites, extensión, transferencias, nombre del actual propietario y de los anteriores y, en general, los elementos necesarios para poder evaluarlos y aplicar las tarifas correspondientes a los gravámenes que recaen sobre los propietarios o poseedores de los referidos bienes inmuebles. El catastro es el elemento básico para la aplicación del impuesto predial y, en general, de todo tipo de contribuciones territoriales, ya que con base en él puede establecerse la correcta valoración de los inmuebles, que es uno de los problemas más significativos de la hacienda pública local. El catastro enfrenta algunos problemas, y entre los más frecuentes se encuentran: a) el retardo con que el catastro refleja las variaciones ocurridas en la realidad económica, y b) el alto costo que conlleva su elaboración. Actualmente los sistemas de registro y control catastrales incluyen métodos modernos, como la fotogrametría aérea y la computación.

Centralización administrativa. La centralización administrativa consiste en la subordinación unitaria, coordinada y directa de los órganos administrativos al poder central, bajo los diferentes puntos de vista de su nombramiento, atribuciones y ejercicio de sus funciones y la tutela jurídica, para satisfacer necesidades públicas mediante los servicios públicos. Se caracteriza por la existencia de un régimen de relación jerárquica que liga y hace converger a los órganos inferiores con los superiores de la administración pública, en la cual implica ejercer poderes de decisión y mando que mantiene la autoridad superior en aras de la unidad de dicha administración a pesar de la diversidad de órganos que la integran. En consecuencia, la centralización política comprenderá la totalidad del orden jurídico vigente en el Estado que abarca y comprende todos sus órganos superiores y se caracteriza por concentrar recursos, decisiones, medios organizativos y normativos con el fin de dar dirección a la población, de modo que la voluntad nacional llegue a todos los puntos del territorio y tenga efectos uniformes sobre sus pobladores, ya que el patrimonio estatal comprende a la población asentada en el territorio en el que el Estado ejerce su soberanía mediante la participación del gobierno, en cuanto elementos fundamentales y conformantes del ente político organizacional.

Cierre de la instrucción en el juicio contencioso administrativo. Momento procesal que da por terminada la etapa de instrucción en el juicio contencioso administrativo. El juicio contencioso administrativo federal consta de dos etapas procesales: la de instrucción y la de sentencia. Y el juicio administrativo tramitado ante el Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México se desarrolla en tres: instrucción, audiencia de ley y sentencia. En ambas competencias una vez presentados y/o desahogados los alegatos se declara cerrada la instrucción. Una vez agotadas todas las diligencias procesales y los plazos correspondientes para su desahogo, mediante el cierre de instrucción se concluye la formación del expediente con la finalidad de ser resuelto mediante sentencia, toda vez que han culminado las actuaciones ante y por los tribunales administrativos con el fin de averiguar y probar la existencia de un determinado acto administrativo y sus circunstancias específicas.

Concejo Municipal. Es el órgano que se compone de vecinos designados por las legislaturas de los estados para que terminen los periodos respectivos cuando se declara la desaparición de un Ayuntamiento, renuncia o falta de la mayoría de sus miembros, siempre que no proceda conforme a las disposiciones legales aplicables los suplentes o celebrar nuevas elecciones. Asimismo, el número de integrantes será determinado por la ley y deberán cumplir con los requisitos de elegibilidad de los regidores. Pueden existir dos tipos de concejos: a) definitivos, aquellos que tendrán la encomienda de terminar el periodo del Ayuntamiento que fue suspendido, revocado o desaparecido, y b) provisionales, que serán aquellos que tienen la encomienda de proceder durante el tiempo necesario hasta convocar a nuevas elecciones. La diferencia entre ambos concejos radica en el tiempo transcurrido; si es durante los primeros meses de la administración del Ayuntamiento o al finalizar. Por último, es preciso aclarar que un Concejo Municipal debe ser escrito con “c”, ya que en la terminología municipal éste se deriva de su etimología, que viene del latín concilium, que significa reunión o asamblea, y no debe confundirse con “Consejo”, que es un órgano para asesorar o tomar decisiones. Por eso los miembros de un Concejo son concejales y los de un Consejo, consejeros.

Concesión administrativa. Es un acto jurídico regulado por el derecho administrativo o un acto jurídico administrativo por medio del cual el Estado, a través de la administración pública, le permite a un particular la explotación, el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público o el derecho de prestar un servicio público. En el régimen jurídico mexicano las concesiones de explotación, uso o aprovechamiento de bienes del dominio directo, o de bienes propiedad de la nación, las otorga el Ejecutivo federal; además, existe reserva de ley en la materia: se exceptúa el caso de la radiodifusión y las telecomunicaciones porque en esa materia las concesiones las otorga el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

En el caso de minerales radioactivos no se otorgan concesiones, tampoco en el servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica ni en el petróleo y los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, en el subsuelo. Asimismo, es necesario destacar que sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización y las sociedades mexicanas tienen derecho a obtener concesiones de explotación de minas o aguas. El Estado podrá conceder el mismo derecho a los extranjeros, siempre que convengan, ante la Secretaría de Relaciones, considerarse como nacionales respecto de dichos bienes y no invocar, por lo mismo, la protección de sus gobiernos por lo que se refiere a aquellos. Finalmente, las dependencias que otorguen concesiones pueden dictar la revocación y la caducidad de las concesiones sobre bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación.

Conflicto de competencia (derecho administrativo). Controversia surgida entre dos autoridades administrativas o judiciales cuando ambas, con fundamento en la ley, pretenden conocer o excluirse de un mismo asunto. Solamente se da entre autoridades de igual jerarquía y la resolución del asunto se da con apoyo en la ley. En el campo de la administración pública, y en la impartición de justicia, la ley establece de manera previsora la forma de resolver los casos en que dos autoridades se consideren competentes para ver un mismo asunto; o el caso contrario, que ninguna de ellas quiera atender el asunto por no considerarse competente. El conflicto de competencias se presenta siempre ante autoridades de un mismo rango, ya que, de no ser así, la competencia se dará por indicación del superior jerárquico sin conflicto alguno.

Consejería Jurídica del Ejecutivo federal. Es la dependencia de la administración pública federal centralizada encargada de representar al Ejecutivo federal en los asuntos en que éste sea parte; prestarle apoyo jurídico; emitir su opinión sobre proyectos de iniciativas de leyes y decretos para ser presentados al Congreso de la Unión o a una de sus cámaras, proyectos de tratados a celebrar con otros países y organismos internacionales; revisar los proyectos de reglamentos, decretos, acuerdos, nombramientos, resoluciones presidenciales y demás instrumentos de carácter jurídico; además de coordinar a las dependencias y entidades de la administración pública federal en materia jurídica. Los atributos esenciales de su naturaleza jurídica son: a) es una dependencia de la administración pública federal centralizada cuyo titular está subordinado directamente al presidente de la República, quien puede nombrarlo y removerlo libremente; b) le son aplicables las disposiciones que rigen a las dependencias del Ejecutivo federal, incluidas las relativas a presupuesto, contabilidad y gasto público federal; c) tiene asignada la función de consejero jurídico, y d) entre sus facultades destacan representar al Ejecutivo en las acciones y controversias, así como en los demás juicios en que el titular del Ejecutivo federal intervenga con cualquier carácter; solicitar al presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la atención prioritaria de los juicios de amparo, controversias constitucionales o acciones de inconstitucionalidad; coordinar los programas de normatividad jurídica de la administración pública federal y procurar la congruencia de los criterios jurídicos de las dependencias y entidades; participar en la actualización y simplificación del orden normativo, entre otras.

Contrato de obra pública. Puede entenderse por obra pública la realizada por el Estado (Federación, entidad federativa, municipio) o a su nombre, en un inmueble determinado con un propósito de interés general, destinada al uso público, al desempeño de una función pública o a la prestación de un servicio público. Toda obra relativa a la construcción, instalación, reparación, reconstrucción, mantenimiento, conservación, modificación y demolición de inmuebles puede ser pública o privada; para los efectos legales se suelen considerar obras públicas las de uso y aprovechamiento generales, como los caminos, puentes, presas, puertos aéreos y marítimos, canales de riego y de navegación, pozos de agua y petroleros, desecación de pantanos y saneamiento de terrenos; asimismo, los edificios y las construcciones destinadas al desempeño de las actividades de los entes públicos. Entre las posibles formas de ejecución de la obra pública destacan la administración directa, el contrato de obra pública y la concesión de obra pública. Cuando se trate de obra pública de escasa cuantía, y que no requiera de equipo sofisticado ni de personal altamente especializado, es recomendable la administración directa y el empleo de mano de obra y materiales de la región. Otro esquema de ejecución de obra pública es el contractual, que implica la celebración del contrato administrativo con un particular. La concesión de obra pública es otra forma de gestión de ese tipo de obra: la administración encarga a un particular la ejecución de la obra a costa y riesgo de éste y le confiere su explotación durante un plazo determinado.

Contratos administrativos. Son los acuerdos que celebra un órgano de la administración pública con otro órgano, o con particulares, con el fin de cumplir un objetivo de interés público y satisfacer una necesidad de interés general. Así, los contratos administrativos pueden celebrarse entre dos entes públicos a condición de que tengan personalidad jurídica propia; un ente público y una persona física o moral privada; un particular, una persona moral o física privada encargada de un servicio público; un particular y otro que cumple un mandato y representa a una autoridad pública, o un particular y un ente público que le delega la prestación de un servicio público (concesión). Los contratos administrativos privados se rigen, primero, por el derecho administrativo, y posteriormente, por el derecho privado civil o mercantil, lo que no le otorga al Estado una personalidad privada. Por su parte, los contratos administrativos públicos son los celebrados por el Estado con los particulares, con el objeto de satisfacer una necesidad pública cuya gestación y ejecución se rigen por el derecho público. Celebrado el contrato, la administración se reserva poderes para exigir la ejecución del contrato al contratante; llevar la dirección y control para modificar unilateralmente las cláusulas; sancionar al contratante por incumplimiento, o rescindir el contrato por incumplimiento, por causa de interés general o por incumplimiento involuntario del contratante. Asimismo, las obligaciones de la autoridad son remunerar al concesionario o pagar al vendedor del bien o servicio; indemnizar al contratante, ya sea por la aplicación de la teoría del príncipe o por la de trabajos suplementarios, e indemnizar por la teoría de la imprevisión.

Declaración patrimonial (derecho administrativo). Acto jurídico unilateral, de buena fe, que realiza una persona física en tanto titular de un empleo, cargo o comisión en la estructura institucional del Estado, con el que da cumplimiento a su obligación de transparentar su situación patrimonial al asumir, durante el desempeño y al concluir el empleo, cargo o comisión para el que fue nombrado, electo o contratado. El objeto de este acto jurídico es hacer la declaración del estado patrimonial del servidor público, y su finalidad es que el Estado cuente con elementos informativos, tanto por lo que se declara como por lo que pudiera ocultarse, de modo que, por medio de la comparación de las declaraciones entre sí y de éstas con la realidad, le permita valorar el comportamiento del servidor público al utilizar como medida el estado patrimonial del declarante. El motivo de este acto jurídico es su idoneidad como uno de los mecanismos para supervisar y controlar la honestidad de los servidores públicos. También puede entenderse la expresión declaración patrimonial como el documento formal que la contiene.

Delegación (derecho administrativo). Es la figura jurídico-administrativa por la que el titular de una competencia estatal (autoridad delegante) la transmite por decreto, acuerdo, reglamento de carácter general, o mediante un acto administrativo concreto, y por servicio, materia, grado o territorio, a otros órganos o instituciones (autoridad delegada), que pueden o no formar parte de su estructura administrativa pero que actúan con plena autoridad respecto a las competencias delegadas. De esta manera, la delegación tiene como objetivo transmitir una competencia administrativa entre dos personas públicas, o una pública y una privada, que actuará con autoridad, por cuenta y obra de la autoridad pública. La delegación, en derecho administrativo, ocurre en dos casos: es interorgánica, cuando concierne a dos o más órganos de la administración, y es mixta, cuando la administración se apoya en una persona ajena a su estructura, un particular, para delegar la prestación de un servicio o la explotación de un bien nacional. La delegación se permite en el ámbito de la administración pública y requiere, para ser válida en todos los casos, de una disposición legal que la sustente. Asimismo, debe cumplir ciertos requisitos: 1) que la atribución de que se trate pueda ser legalmente transmitida; 2) que el titular de la competencia pública tenga la facultad de poder delegarla, y 3) que el que la recibe satisfaga las condiciones para poder ejercerla.

Derecho administrativo. El derecho administrativo es una de las principales ramas del derecho público. Usualmente, se le identifica con la regulación de la actividad administrativa del Estado, así como de la relación entre los particulares y el aparato público; sin embargo, se considera que también regula la actividad administrativa de las organizaciones internacionales cuya actividad externa es normada por el derecho internacional público. El principal propósito de la administración es lograr el correcto desempeño de los servicios públicos en términos de eficiencia, costo, calidad, oportunidad y pertinencia, a fin de alcanzar los objetivos políticos, sociales, económicos y jurídicos a que se ha comprometido. En este contexto, corresponde al derecho administrativo regular la integración y operación de dichos servicios, así como las relaciones de los mismos con sus usuarios, otras personas e instituciones. Entre las ramas sobresalientes del derecho administrativo se pueden señalar las relativas a las materias de regulación de los actos y los contratos administrativos; adquisiciones; obras públicas; arrendamientos; licitaciones; contratos públicos; administración y desarrollo de personal; administración presupuestal y contabilidad; administración de recursos materiales y servicios generales, de infraestructura tecnológica y comunicaciones, así como de servicios informáticos; seguridad pública; administración del patrimonio público; registro y catastro inmobiliario; responsabilidades; rendición de cuentas; transparencia de la información, etcétera.

Derecho minero. El derecho minero es la rama del derecho administrativo que promueve y regula la exploración y explotación de los recursos minerales de un Estado. En el caso de México, se puede añadir que son recursos minerales con carácter de bienes públicos del dominio de la Federación. Según la Constitución, la única propietaria de los recursos naturales del subsuelo es la nación, y para explotar esos recursos se tienen dos opciones: hacerlo en forma directa o vía concesiones a los particulares. La legislación minera es muy clara respecto de los recursos minerales, y en lo general establece que la nación tiene total dominio de todos los minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; de los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; de los combustibles minerales sólidos, y del petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos.

Derecho municipal. Es la ciencia que estudia, investiga, analiza y explica el conjunto de instituciones, disposiciones y normas reguladoras del municipio mexicano, a partir de su origen y evolución y por la importancia y trascendencia que tiene en el desarrollo económico, político y social del país. El derecho municipal tiene relaciones muy estrechas principalmente con otras ramas del derecho público, ya que, al ser un ordenamiento político y administrativo, se le atañen vínculos cuya naturaleza y aplicabilidad pertenecen sobre todo a la esfera de disposiciones generales, abstractas e impersonales que, de manera adjetiva o sustantiva, regulan la estructura, organización y ejercicio de las funciones del Estado y de la administración pública.

Derecho pesquero (derecho administrativo). Rama del derecho que enseña y estudia aquella parte del ordenamiento jurídico que regula las relaciones de los sujetos que ejercitan actividades calificadas por la ley como pesqueras. Es una ciencia jurídica formada con base en el desarrollo alcanzado en los últimos años no sólo por las propias operaciones y faenas de la pesca, expansión de la actividad y enormes recursos capturados, sino también por los estudios e investigaciones llevadas a buen término dentro del campo pesquero. Posee sujetos precisos, inconfundibles, tradicionalmente llamados pescadores, o agentes pesqueros en la terminología actual. También posee un método, el jurídico, a imitación de otras ramas del derecho, que le permite llegar a resultados ciertos y de gran utilidad tanto para las ciencias jurídicas como para el mejor aprovechamiento social de los productos hidrobiológicos. El derecho pesquero goza de autonomía e independencia respecto de las demás ramas y ciencias jurídicas, al tiempo que mantiene las relaciones naturales con ellas para poder auxiliarse y complementarse de manera adecuada y perfecta, sobre todo para propósitos de su enseñanza. La materia objeto del derecho pesquero atañe por igual a las especies hidrobiológicas, así como al elemento del agua en donde viven los instrumentos materiales y técnicos que se emplean para el desarrollo de dicha pesca.

Desarrollo urbano. Se puede entender como la articulación de políticas gubernamentales, como mínimo, en lo relacionado con los sectores de vivienda, agua potable, saneamiento y transporte, con la finalidad de lograr un crecimiento urbano adecuado. Asimismo, está encaminado al mejoramiento, en todos los sentidos, de los centros de población que presentan de manera permanente una constante: el crecimiento urbano. Es importante señalar que el desarrollo urbano, como una tarea primordialmente de la administración pública, siempre estará ligado a las políticas gubernamentales que ejecute el gobierno en términos económicos y de oportunidad. El desarrollo urbano depende, en gran medida, de la capacidad financiera de los gobiernos locales.

Descentralización (derecho administrativo). Es una figura jurídica por la que se crean organismos, unidades administrativas, más o menos desvinculadas de la administración centralizada a las que se transfiere el objetivo de realizar alguna actividad estratégica o prioritaria del gobierno central. Los organismos descentralizados tienen como principales características el que se les considere regidos por las disposiciones que les dieron origen y estar desvinculados, en mayor o menor grado, de la administración central; no obstante, son parte de la administración pública paraestatal. En principio, no están sujetos a una relación de jerarquía respecto de las dependencias de la administración central y se conducen, también en principio, con autonomía de gestión y bajo el mando de sus órganos de gobierno y sus propias regulaciones. Son características de los organismos descentralizados: a) origen legal: una ley del Congreso de la Unión o un decreto del Ejecutivo federal; b) personalidad: tienen una personalidad propia diferente a la del Estado; c) actividad: llevan a cabo una función administrativa estratégica o prioritaria; d) gestión: tienen autonomía de gestión, en principio no subordinados a la administración pública central, aunque sí a las disposiciones que la rigen; e) patrimonio: tienen patrimonio propio.

Desconcentración (derecho administrativo). Es una figura jurídicoadministrativa por la cual un titular de un órgano administrativo reparte, entre varios órganos jerárquicamente subordinados, el ejercicio de una competencia que le es propia con el fin de facilitar el cumplimiento de una atribución. También es una figura que permite la creación, por ley del Congreso o por decreto, acuerdo o reglamento del Ejecutivo, de organismos técnicos especializados dependientes, administrativa y presupuestalmente, de un ente administrativo del sector central o del paraestatal y en los que se apoya para prestar sus servicios o desarrollar sus acciones. Su objetivo es doble: acercar los servicios administrativos al domicilio del usuario y descongestionar las oficinas centrales. Los organismos desconcentrados actúan en representación de la secretaría que los norma. Y para ser eficientes, la dependencia central debe asignarles facultades específicas que los convierta en órganos de decisión y puedan resolver sobre la materia y dentro del ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad con las disposiciones legales aplicables que los crearon. La desconcentración, como función, va de la mano con la delegación y la descentralización. Sin embargo, las diferencias entre la desconcentración y la descentralización surgen en la forma como orgánicamente se realizan: mientras que los órganos desconcentrados pertenecen a la estructura de la administración pública central, los descentralizados forman parte de la administración pública paraestatal. Éstos últimos tienen presupuesto, patrimonio y personalidad propios; los primeros no. En teoría, los descentralizados gozan de autonomía de gestión; los desconcentrados no.

Destitución de funcionarios o servidores públicos. Es la separación de una persona del cargo público que desempeña como corrección o por castigo. Esta figura tiene aplicación generalmente entre las clases trabajadoras al servicio del Estado y demás entes públicos. En el ordenamiento mexicano, la destitución puede tener lugar cuando se incurra en los diversos supuestos de responsabilidad política, administrativa y penal. La responsabilidad política, que mejor debiera llamarse “responsabilidad por juicio político”, será sancionada con la destitución del servidor público y con su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. Dicha sanción se impondrá después de la incoación del correspondiente juicio político, que tendrá lugar cuando los actos y omisiones de los servidores públicos redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales, y esos actos pueden ser: el ataque a las instituciones democráticas o a la forma de gobierno, las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales, el ataque a la libertad de sufragio y la usurpación de funciones, entre otros. Los supuestos de la responsabilidad administrativa se determinan como supuestos de incumplimiento de alguna de las muchas obligaciones que las leyes imponen a los servidores públicos, ya sean federales o del régimen local. De entre las faltas administrativas destacan: el soborno, la participación ilícita (si el particular está impedido o inhabilitado legalmente en algún procedimiento administrativo federal, estatal o municipal), el tráfico de influencias, la utilización de información falsa, la colusión con uno o más sujetos particulares, el uso indebido de recursos públicos, la contratación indebida de un ex servidor público, etcétera. Por último, en relación con la responsabilidad penal, es la que se determina por la acción u omisión tipificada en las leyes penales como “delitos cometidos por los servidores públicos”.

Desvío de poder. En términos jurídicos, denota alejamiento de la legalidad por parte de una autoridad gubernamental en la emisión de un acto, por lo que al encontrarse afectado de validez legal, es anulable. El desvío de poder es una actuación ilegal de parte de la autoridad que puede causar un agravio al particular. También implica desvío de poder cualquier acto ilegal de una autoridad que vulnera al Estado en su actuación o patrimonio a la sociedad. El desvío que vulnera a un particular puede ser combatido por las vías administrativa o jurisdiccional. En el primer caso se puede realizar a través del recurso de revocación que se tramita ante la propia autoridad que emitió el acto, aunque quien lo resuelve es una autoridad superior. El combate por vía jurisdiccional se realiza a través del juicio contencioso administrativo.

Educación (derecho administrativo). Se puede entender la educación en un trinomio integrado por un hecho, el resultado de un acto y, adicionalmente, como un producto. En el primer caso, la educación es un fenómeno social; es un resultado constante de la actividad de la sociedad cuando transmite los conocimientos. Esa transmisión la llevan a cabo, por lo general, las generaciones actuales en relación con las generaciones emergentes. Asimismo, se ha mencionado que la educación es un acto, con lo cual se quiere enfatizar el aspecto intencionado de la educación ligado a un fin, a un propósito que puede ser social y que se puede visualizar específicamente en la educación formal, concebida como aquella que se da en entornos sociales formalizados y normados, con procedimientos estructurados en los que los saberes a transmitir se encuentran sometidos a cubrir con determinadas características, donde se plantean, además, métodos de enseñanza muy concretos y formas específicas de evaluar. Por último, en el aspecto de producto, la educación se concibe como un resultado, por lo que puede visualizarse de diversas formas: desde un individuo que ha sido exitosamente integrado a la sociedad en la que vive y desarrollará su vida como adulto, respetuoso de las normas de trato social y de las normas jurídicas que rigen la vida societaria. En su conjunto, la educación se regula en el sistema jurídico mexicano a través de las siguientes leyes: Ley General de Educación, que regula la educación que imparten el Estado, la Federación, las entidades federativas y municipios, sus organismos descentralizados y los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios. Es de observancia general en toda la República y se reitera lo dispuesto en el texto constitucional: “Todo individuo tiene derecho a recibir educación de calidad en condiciones de equidad, por lo tanto, todos los habitantes del país tienen las mismas oportunidades de acceso y permanencia en el sistema educativo nacional”.

Expropiación. La expropiación es una forma de adquisición a través del derecho público por parte del Estado. La Federación y las entidades federativas cuentan con la capacidad legal para invocar causas de utilidad pública y llevarlas a cabo; la primera, de acuerdo con lo dispuesto por las leyes federales, y las segundas, de acuerdo con las propias leyes de cada entidad. Esta institución jurídica ha evolucionado a partir del desarrollo del derecho administrativo, en donde, a partir de resoluciones judiciales, la autoridad ha modificado la ley para respetar la garantía de audiencia de los particulares y, por otro lado, evitar que, por medio de suspensiones concedidas a través de juicios de amparo, se eviten las construcciones de grandes obras de desarrollo en México.

Facultad discrecional. Es el poder de libre apreciación que la ley reconoce a las autoridades administrativas sobre el contenido de sus actos o de sus acciones. Esta libertad, autorizada por la ley, puede ser de mayor a menor rango y resulta visible cuando la autoridad tiene la elección entre dos decisiones. En sentido estricto, es la facultad que tienen los órganos del Estado para determinar su actuación o abstención, y si deciden actuar, qué limite le darán a su actuación y cuál será el contenido de la misma; es la libre apreciación que se le da al órgano de la administración pública, con vistas a la oportunidad, la necesidad, la técnica, la equidad o razones determinadas, que puede apreciar circunstancialmente en cada caso, todo ello en los límites consignados por la ley. Las facultades discrecionales pueden clasificarse en: a) facultad discrecional libre, total libertad para actuar o no y también para determinar el sentido y alcance de la declaración unilateral de la voluntad; b) facultad discrecional obligatoria. El funcionario público, por cuenta del órgano competente, tiene que actuar en uno u otro sentido, pero dentro de los límites que la ley contempla, y c) facultad discrecional técnica, dado que no toda actividad de la administración pública se traduce en actos jurídicos, sino que existen operaciones materiales de carácter técnico que quedan fuera de la órbita del derecho.

Fideicomiso público. Es un contrato mediante el cual los gobiernos (ya sea el gobierno federal, los gobiernos estatales o los ayuntamientos), a través de sus dependencias centrales o paraestatales, transmiten la titularidad de determinados bienes o derechos. Incluye recursos públicos federales a una institución fiduciaria para la realización de fines lícitos y determinados de interés público, con el propósito de auxiliar al Ejecutivo en las atribuciones del Estado para impulsar las tareas prioritarias y estratégicas del desarrollo. El fideicomiso público en su carácter de entidad goza de personalidad jurídica propia; es una persona jurídica colectiva propia, lo cual es una modalidad en la teoría de dicha institución.

Fuentes del derecho administrativo. Esta rama del derecho carece de fuentes de tipo exclusivo o diferente a las fuentes generales del derecho. Las fuentes formales específicas del derecho administrativo, a semejanza de las generales del derecho, pueden ser: la legislación en el sentido de actividad legislativa, la actividad social que deviene de la costumbre, la actividad jurisdiccional y la doctrina. Así, se pueden distinguir como productos de la actividad formalmente legislativa y de la materialmente legislativa la Constitución, el tratado internacional, la ley, el reglamento y la circular o similar disposición administrativa de carácter general, caracterizados como ordenamientos que contienen las normas del derecho administrativo. En ciertas circunstancias y condiciones, la actividad social llega a ser costumbre, entendida como el hábito adquirido por la repetición de actos de la misma especie que, en sentido jurídico, se interpreta como la práctica establecida con fuerza de precepto, lo que la erige como una fuente del derecho en general, ya que la repetición de actos de la misma especie puede generar una norma jurídica. Es la actividad jurisdiccional y no su producto, la jurisprudencia, la que genera el derecho. Se realiza la actividad jurisdiccional en ejercicio de la función pública jurisdiccional que, básicamente, consiste en juris diccio, en dictar el derecho en caso de controversia. Finalmente, se entiende por doctrina al conjunto de opiniones de los jurisconsultos. En la actualidad la doctrina no puede considerarse como fuente formal y directa del derecho administrativo mexicano, pero sí debe tenerse como fuente mediata e indirecta del mismo, en la medida en que el legislador se inspira en las opiniones doctrinarias para la elaboración de la ley.

Función pública. Es la relación jurídica laboral existente entre el Estado y sus trabajadores, pero difiere del servicio que prestan los trabajadores, que responde a los conceptos de actividad pública, servicio administrativo o servicio público. No obstante, es necesario aclarar que no toda persona que presta servicios al Estado forma parte de la función pública. Por requerimientos actuales, el Estado se ve obligado a obtener los servicios de personas a través de distintas formas jurídicas, como contratos administrativos y privados, pero sin incorporarlas a su servicio como sus trabajadores. En la función pública los trabajadores pueden incurrir en cuatro tipos de responsabilidades: civil, administrativa, penal y política.

Funcionarios públicos. Son aquellos individuos que prestan sus servicios dentro de la administración pública en actividades propias de mando, decisión y representación del órgano que respectivamente encabezan. A los servidores públicos de alto nivel, de acuerdo con la estructura gubernamental, se les denomina funcionarios públicos. Con dicho término se identifica el rango y capacidad de decisión en alguna función específica en nombre del Estado. A través de sus Constituciones, México ha utilizado indistintamente los términos funcionarios públicos, altos funcionarios, funcionarios de la Federación, empleados de la Federación y servidores públicos para referirse a las personas que ocupan un cargo público y reciben por ello una remuneración, y aún más, para identificar a los ciudadanos encargados de integrar una mesa directiva de casilla en una elección, y por lo que no reciben compensación alguna. Es por ello que, para efectos jurídicos, el término de funcionario público no sólo ha caído en desuso, sino que también en cierta ineficacia.

Inalienabilidad (derecho administrativo). Es la cualidad otorgada por la Constitución o las leyes a ciertos bienes y derechos, que consiste en la imposibilidad absoluta o relativa de ser enajenados o transmitidos; al tratarse de ésta última, es necesario sujetarse a las formalidades especiales prescritas por las leyes para que la enajenación sea válida. En una primera categoría de inalienabilidad, están situados los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Enseguida están el petróleo, los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos y los minerales radiactivos, considerados por la Constitución como inalienables, imprescriptibles. También son considerados inalienables e imprescriptibles los monumentos arqueológicos muebles e inmuebles, definidos como aquellos que son producto de culturas anteriores al establecimiento de la cultura hispánica en el territorio nacional; los restos humanos, de la flora y la fauna relacionados con esas culturas, y los vestigios o restos fósiles de seres orgánicos que habitaron el territorio nacional en épocas pretéritas y cuya investigación, conservación, restauración, recuperación o utilización sean declaradas de interés paleontológico. Asimismo, los bienes muebles e inmuebles propiedad de los órganos constitucionales autónomos también son inembargables e imprescriptibles.

Inmigrado. Es el extranjero que adquiere derechos de residencia definitiva en un Estado. La calidad de inmigrado sólo puede obtenerse después de residir en el país durante cinco años, con calidad migratoria de inmigrante, y de comprobar que se ha respetado la ley. Se otorga previa solicitud del interesado. La Secretaría de Gobernación tiene facultades discrecionales para otorgarla. En el caso de que ésta se niegue, el extranjero deberá solicitar una nueva calidad migratoria o abandonar el país. El inmigrado puede dedicarse a la actividad que desee, siempre que sea lícita y no se encuentre entre las que están reservadas a los mexicanos. Asimismo, puede salir y entrar del país libremente, pero no puede permanecer en el extranjero por más de tres años consecutivos, o más de cinco dentro de un periodo de 10 años, a menos de que compruebe que realiza estudios de posgrado y que está respaldado por una institución de educación mexicana, o que trabaja para una empresa mexicana establecida en el extranjero o compruebe que tiene una causa justificada, a juicio de la secretaría. La Ley de Migración, en su artículo sexto transitorio, fracción VI, establece que “los extranjeros que hayan obtenido la calidad migratoria de inmigrado, se equipararán al residente permanente”.

Interés público (derecho administrativo). Es el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas mediante la intervención directa y permanente del Estado. Las numerosas y diversas pretensiones y aspiraciones que son tuteladas por el derecho pueden clasificarse en dos grandes grupos: en el primero se incluyen las pretensiones que tienden a satisfacer las necesidades específicas de los individuos y grupos sociales, dichas pretensiones constituyen el interés privado, y tienen la característica de que, al ser satisfechas, se producen beneficios solamente para determinadas personas. En el segundo grupo se encuentran las pretensiones que constituyen el interés público; es decir, las que son compartidas por la sociedad en su conjunto y cuya satisfacción origina beneficios para todos los integrantes de una colectividad. El interés público es protegido por el Estado no sólo mediante disposiciones legislativas, también a través de un gran número de medidas de carácter administrativo que integran una actividad permanente de los poderes públicos, dirigida a satisfacer las necesidades colectivas. Es necesario considerar que la satisfacción del interés público es la finalidad primordial de las diversas actividades reglamentarias por la ley, conocidas como servicios públicos; por ejemplo, la educación, la salud, el suministro de energía eléctrica y el transporte urbano.

Juicio contencioso administrativo. Acto mediante el cual se resuelven, de manera imparcial, los conflictos suscitados entre los gobernados y las autoridades de la administración pública, mediante el cual se cuestiona la legalidad de los actos emitidos por la autoridad y que afectan la esfera jurídica de los gobernados. La jurisdicción administrativa en México ha tenido un devenir histórico de suma importancia que en la actualidad: ha dado lugar a la existencia, a nivel federal, del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y, en la mayoría de las entidades federativas de la República, a los diversos tribunales de lo contencioso administrativo locales. Todo tribunal de lo contencioso administrativo debe, por regla general, contar con autonomía para dictar sus fallos.

Licenciado en derecho. Es la persona que, al haber cursado el plan de estudios correspondiente a dicha carrera, ha obtenido el título correspondiente y la cédula expedida por la Dirección General de Profesiones, que lo habilita para desempeñar tal profesión en sus variadas formas: juez, fiscal, defensor de oficio, abogado, investigador, etcétera. Ejercer esta profesión sin contar con el título y la cédula correspondiente trae como consecuencia, además de incurrir en las penas respectivas, la de no tener derecho a cobrar retribución por los servicios profesionales que se hayan prestado. Quienes ejerzan esta profesión sin contar con título son llamados, despectivamente, tinterillos o abogados huizacheros.

Licitación pública (derecho administrativo). Se entiende como un procedimiento administrativo, en ciertos casos obligatorio para la administración, sujeto a un régimen de derecho público encaminado a seleccionar, de entre un conjunto de aspirantes que responden a una convocatoria pública, al cocontratante del contrato administrativo que mejor asegure a la administración la obtención de todos los beneficios que permitan la justicia y la equidad, bajo los principios de concurrencia, igualdad, competencia y transparencia. La concurrencia de aspirantes a cocontratantes resulta indispensable para que pueda darse la contienda esencial de toda licitación, que no puede existir si sólo se presenta un aspirante. La licitación pública puede ser abierta o restringida, según se convoque a todo interesado o sólo a quienes satisfagan determinados requisitos; por ejemplo, tener, cuando menos, un determinado capital contable o estar previamente inscritos en un padrón o registro, para lo cual debieron satisfacer diversos requerimientos, como son el acreditar experiencia, solvencia económica, o haber cumplido con las inscripciones y registros que le sean exigibles en el orden fiscal o administrativo, etcétera. En razón de la nacionalidad de los aspirantes, las licitaciones públicas pueden ser nacionales o internacionales; en las primeras sólo pueden contender los nacionales, mientras que en las internacionales participan tanto nacionales como extranjeros. El procedimiento de licitación para seleccionar al cocontratante de la administración pública culmina, ordinariamente, con el fallo de la licitación, que puede producirse en el sentido de determinar cocontratante a uno de los licitadores, optar por una adjudicación compartida entre varios de los oferentes elegibles o, por último, declarar desierta la licitación.

Lotificación. Es la división de un terreno en lotes con fines urbanos. La lotificación se denomina fraccionamiento cuando el terreno dividido es de grandes dimensiones. Es un fenómeno de ordenación urbana y debe responder, en consecuencia, a una justa distribución de cargas entre los interesados o dueños de un lote, como son servicios comunitarios e infraestructura urbana. La propiedad lotificada obedece a la función social de la ordenación urbana y adquiere modalidades por este concepto. Entre las modalidades de la propiedad lotificada figuran la protección y conservación de áreas arboladas o boscosas, áreas de monumentos arqueológicos, históricos o artísticos y paisaje natural. Destaca la protección ecológica que implica evitar concentración o aumento de población en lugares densamente poblados, escasos de servicios públicos o sin entorno natural benéfico. En la Ciudad de México se regula por la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, mientras que en los estados de la República la ley que rige la lotificación es la municipal.

Medidas disciplinarias (derecho administrativo). Acción tomada por una autoridad judicial o también, en otro ámbito, de superior jerárquico, que tiene por objeto moderar la conducta de las partes en un juicio o de un subordinado para la observancia de las leyes.

Municipio. Entidad local formada por los vecinos de un determinado territorio para gestionar autónomamente sus intereses comunes. El municipio encuentra su fundamento jurídico en el artículo 115 de la Constitución, donde se le concede el atributo de la personalidad, y se entiende con ello que es sujeto de obligaciones y derechos. El municipio cuenta con tres elementos importantes, que son: el territorio, la población y el gobierno. Se debe entender por territorio aquella superficie terrestre que está sometida a la jurisdicción municipal y donde se asientan los seres humanos que lo habitan; sin embargo, no se debe perder de vista que el territorio municipal es parte del territorio estatal y, en consecuencia, del territorio federal. Población, por su parte, es el grupo variable de personas asociadas o relacionadas de manera más o menos permanente, que ocupa un área o zona geográfica convencionalmente determinada y que está unido por elementos culturales, políticos y sociales que lo diferencian de otros grupos poblacionales. Finalmente, por gobierno se entiende el conjunto de servidores públicos electos popularmente, designados según lo marca la ley, y cuya misión es conducir y dirigir las actividades propias del municipio, tendientes a que dicha institución cumpla con los fines que la propia ley le atribuye.

Nacionalización. La nacionalización consiste en una medida políticoeconómica del Estado para reservarse una determinada rama económica de producción o de prestación de servicios. Toda nacionalización implica la conformación del principio de la rectoría del Estado en la economía; se concreta así su participación activa. En la nacionalización se ha utilizado con frecuencia la figura de la expropiación y no la del contrato de compraventa, ya que, al implicar consideraciones políticas del más alto interés público, resulta más adecuada la expropiación como forma de adquisición forzosa y no la compraventa, que requiere acuerdo entre las partes. Una nacionalización opera no sólo sobre el aspecto patrimonial de una industria, sino, fundamentalmente, sobre el control de servicios que se tendrá en esa industria. En la nacionalización, además de tratarse de una universalidad de bienes que en un principio no pueden identificarse fácilmente, la política por implementar es clara y concreta, lo que se traduce en el control de la industria o del servicio nacionalizado.

Negativa ficta. Se le conoce como el silencio administrativo negativo. Las administraciones públicas, por ley, tienen el deber de pronunciarse respecto de las solicitudes o peticiones que les formulen los administrados. Teniendo en cuenta lo anterior, el silencio de la administración pública se traduce como la omisión, la falta de respuesta e inactividad de los órganos que las encarnan, lo cual, de inicio, constituye una violación a los derechos de los administrados. En este sentido, el silencio de la administración pública corresponde a la ausencia absoluta de voluntad de los órganos u organismos administrativos obligados por ley a resolver, dentro de cierto plazo, una solicitud de los administrados en detrimento de su esfera jurídica de derechos y los priva del conocimiento objetivo y concreto de los efectos que pudieran haberse derivado en caso de haberse dado una respuesta expresa. La ley, de forma ficticia y a manera de subsanar la ilegalidad en que incurre la administración pública al no responder a una solicitud, le otorga el carácter de silencio administrativo, lo que no implica un presunto acto administrativo ni mucho menos uno verdadero, pues el silencio no puede, en ningún caso, hacer el papel de expresión de la voluntad de la administración pública; más bien, corresponde a un mecanismo en favor del administrado encaminado a subsanar la omisión y falta de certeza jurídica en el derecho. Por lo que cabe al término negativa ficta, éste corresponde a la ficción legal derivada del deber de un órgano u organismo administrativo consistente en dictar una resolución expresa dentro del plazo fijado en la norma, como consecuencia de una petición o recurso formulados por los administrados, con la finalidad de otorgar certeza a la esfera jurídica de éstos últimos.

Normas administrativas. Son disposiciones jurídicas que emiten los entes del Estado, generalmente de índole ejecutivo, legalmente facultados para ello con el fin de regular diversas actividades. Las normas administrativas pueden establecer reglas generales, aun cuando son emitidas por entes públicos que realizan funciones también de tipo administrativo, ya que la ley los faculta para ello. En principio, sólo el Poder Legislativo puede emitir leyes; sin embargo, el titular del Poder Ejecutivo igual puede emitir reglamentos que también contienen disposiciones generales para desarrollar más ampliamente el contenido de una ley. Las normas administrativas tienen su origen en una disposición legal que faculta a los entes estatales para emitir reglas de carácter general para atender asuntos específicos. Asimismo, las normas administrativas no tienen las características de una ley porque no las emite el Poder Legislativo, quien sí tiene esa atribución por disposición expresa del artículo 73 constitucional. Las leyes tienen las características de ser abstractas, generales e impersonales, mientras que las normas administrativas están dirigidas a un público en particular y atienden asuntos específicos. Tanto los tres poderes clásicos (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) como los organismos constitucionalmente autónomos tienen la capacidad legal de emitir normas administrativas. Éstas reciben, por lo general, los nombres de Normas Oficiales Mexicanas, reglas generales, lineamientos, disposiciones, acuerdos, circulares, oficios-circulares, bases generales, manuales de organización, manuales de procedimientos, políticas, bases y lineamientos y criterios, entre otros más.

Oficina de la Presidencia de la República. Es una de las unidades administrativas directamente adscritas al titular del Ejecutivo federal. La Oficina de la Presidencia se integra por la Secretaría Particular del presidente, la Coordinación General de Comunicación Social y Vocería del Gobierno de la República, la Coordinación de Memoria Histórica y Cultural de México, la Coordinación de Estrategia Digital Nacional, la Coordinación General de Política y Gobierno, la Coordinación de Asesores y la Coordinación General de Programas para el Desarrollo, cuyos titulares tienen igual jerarquía entre sí, los nombra y, en su caso, remueve el presidente y dependen directamente de él. Asimismo, la Oficina de la Presidencia participa en las reuniones de gabinete, mecanismo de coordinación no previsto en la Constitución que reúne a los secretarios de Estado y a otros funcionarios que el presidente determine para establecer o valorar las políticas públicas, o para tratar asuntos de la competencia concurrente de varias dependencias o entidades de la administración pública federal.

Órgano constitucional autónomo. Los órganos constitucionales autónomos son entes que cuentan con personalidad jurídica propia, cuyo origen directo es el texto constitucional mismo, en el que se les encuentra con un diseño que resalta su autonomía, así como su independencia respecto de los tradicionales órganos depositarios del poder del Estado, el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial, y cuya creación obedece a la realización de una función primordial en la vida del Estado. Se trata de órganos destinados al cumplimiento de funciones estatales y al ejercicio de funciones públicas, por lo que requieren que su instrumento de creación sea directamente la Constitución. En el caso mexicano, la competencia atribuida a estos órganos es extraída, vía descentralización política funcional, de la competencia que en un principio tenía atribuida el órgano depositario del Poder Ejecutivo. La existencia de este tipo de entes obedece a la necesidad de que determinadas funciones sean realizadas con independencia de los tradicionales órganos sujetos a la clásica división tripartita del poder, con miras a que en su actuación queden protegidos de posibles influencias que pudieran contaminarlos. Así, el Estado cuenta con diversos entes autónomos a efecto de dar imparcialidad, eficiencia y autonomía a su ejercicio: el Banco de México; la Comisión Nacional de Derechos Humanos; el Instituto Nacional de Estadística y Geografía; el Instituto Federal de Telecomunicaciones; la Comisión Federal de Competencia Económica; el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social; la Fiscalía General de la República, y el Instituto Nacional Electoral.

Patrimonio cultural. Son todos aquellos bienes muebles e inmuebles, incluso intangibles, tanto públicos como privados que, por sus valores históricos, artísticos, técnicos, científicos o tradicionales, principalmente, sean dignos de conservarse y restaurarse para la posteridad. En la legislación mexicana vigente se incluyen los monumentos arqueológicos, artísticos e históricos.

Patrimonio nacional. Es un conjunto de bienes y derechos, recursos e inversiones, que como elementos constitutivos de su estructura social, o como resultado de su actividad normal, ha acumulado el Estado y posee a título de dueño, propietario, para destinarlos o afectarlos en forma permanente, a la prestación directa o indirecta de los servicios públicos a su cuidado, o a la realización de sus objetivos o finalidades de política social y económica. Conforme a la legislación administrativa federal se pueden observar tres diferentes tipos de patrimonio nacional: a) patrimonio intransmisible, que comprende los recursos del subsuelo y que el Estado mexicano adquirió el dominio directo con la consumación de Independencia; b) patrimonio de uso, incluye el conjunto de bienes muebles e inmuebles que, aunque son susceptibles de apropiación por parte de particulares, no han dejado de ser del dominio de la nación, y c) patrimonio de inversión, que son los recursos bienes e inversiones de fondos públicos que el Estado ha destinado o apartado a organismos descentralizados y empresas de carácter privado en las que participa y a los que ha encomendado la prestación de servicios públicos especializados y otras finalidades de interés colectivo. Resulta menester aclarar que dentro del concepto de patrimonio nacional está ubicado el de patrimonio cultural. El primero encierra a todas las áreas como la historia, lo natural, lo geográfico y lo cultural; el segundo encuadra lo cultural y es parte del primero. El patrimonio nacional no puede trasladarse (no es susceptible de traslado) a otro país; en cambio, el patrimonio cultural sí. Los bienes administrados por el Patrimonio Nacional abarcan zonas arqueológicas y monumentos.

Permiso administrativo. Permiso significa licencia o consentimiento para hacer una cosa. Es el acto del poder público que establece, para el particular, una amplia libertad de obrar, pero en condiciones determinadas. Es el acto por el cual se concede a un particular el manejo y explotación de un servicio público o la explotación y aprovechamiento de bienes del dominio del Estado.

Poder jerárquico. La jerarquía, como relación, crea un poder jurídico especial que se llama jerárquico, el cual es ejercido por el “jerarca”, denominación proveniente del derecho canónico. El poder jerárquico ordena, coordina, controla y corrige la actividad administrativa en el ámbito interno de la administración. El supremo jerarca tiene, en principio, todos los poderes de administración necesarios para cumplir las tareas y cometidos a su cargo, en forma eficiente, a cuyo efecto puede y debe emitir todos los actos administrativos y realizar todas las operaciones materiales que fueran indispensables. El jerarca tiene también la facultad de “avocación” de la competencia del órgano inferior y la de “delegación” de su propia competencia. En nuestro país la primera reconoce suficiente fundamento en la jerarquía, en tanto que la segunda siempre necesita estar ordenada por ley. Ambas (avocación y delegación) constituyen excepciones al principio de que el ejercicio de la competencia es obligatorio e indelegable para quien la tiene asignada.

Presupuesto de Egresos de la Federación. Es el decreto mediante el cual se asignan fondos federales a los programas por realizarse en un año fiscal. Formalmente, el presupuesto es un proceso de carácter político en donde se deciden las políticas públicas de manera exclusiva por los representantes populares ante la Cámara de Diputados, las cuales serán financiadas por el gasto público. La elaboración del proyecto de presupuesto es de la competencia del presidente, pero su aprobación es función exclusiva de la Cámara de Diputados, que debe concebirse como el documento decisorio en cuanto a los gastos y las políticas públicas dentro de un ejercicio fiscal anual. Es menester mencionar que Presupuesto de Egresos de la Federación no constituye sólo el desglose de los gastos necesarios para el país por parte de los poderes públicos, sino que representa un importante instrumento de fijación de políticas públicas; no es sólo un procedimiento administrativo de saber cuándo se gasta, sino que es un decreto por el cual la Cámara de Diputados determina cómo se gasta. Asimismo, no es un mero acto administrativo del Poder Ejecutivo, que se aprueba de manera mecánica por la Cámara de Diputados, pues entonces no tendría sentido involucrar a dos órganos de gobierno en su aprobación, sino que su organización constitucional debe formarse de conformidad con el principio de división de poderes; al observar los frenos y contrapesos apropiados respecto de la facultad exclusiva del presidente de elaborar y presentar el proyecto de presupuesto correspondiente. El presupuesto de egresos es el instrumento más eficaz para la programación de actividades, por lo que está relacionado de manera directa con la planeación económica. Es a través del presupuesto que se determinan las áreas estratégicas y prioritarias de la economía nacional.

Procedimiento administrativo. Es el conjunto de actos anticipados que realiza la autoridad administrativa en el ámbito de su competencia, por los cuales ejerce la función dada por el mismo Estado, y que tienen por objeto materializar un acto administrativo que se dirige a un particular, con el fin de que se produzcan los efectos jurídicos establecidos en la normatividad aplicable. De igual manera, el procedimiento administrativo puede observarse como la serie de actividades que realiza la autoridad, en sede administrativa, tendiente a perfeccionar lo establecido por la hipótesis normativa y el caso concreto; es decir, que en el ámbito de su competencia, la autoridad administrativa ejecute los actos previos y necesarios que, materializados, se traduzcan en un acto administrativo que recaiga en un particular, encaminado éste a cumplir con el contenido de la norma jurídica.

Propiedad pública. Es el derecho real ejercido por entidades públicas con personalidad jurídica sobre bienes de dominio público. El Estado goza, al igual que los particulares, de derechos de propiedad cuyas características le son otorgadas en atención a la naturaleza del titular, de la relación entre el titular y el bien y del bien en sí mismo. El bien, objeto de propiedad pública, debe ser considerado por la ley, exclusivamente, de dominio público; asimismo, los bienes de dominio público son imprescriptibles, lo que implica la imposibilidad de que un tercero adquiera la propiedad de un bien por el hecho de poseerlo durante cierto tiempo. Ahora, el concepto de propiedad pública conlleva una doble relación con el propietario, así como la clase de bienes sobre la que recae tal derecho. Sólo se concibe la propiedad pública cuando su titular es un órgano del poder público, capaz de poseer un patrimonio propio; de igual modo, la mencionada propiedad no puede recaer sobre todo tipo de bienes, sino sólo sobre aquellos que soportan las características de la propiedad pública.

Recurso administrativo. Es un medio de defensa que tienen los administrados y que se encuentra contemplado en la norma administrativa aplicada o, en su caso, en la norma general. Tiene como fin que la autoridad administrativa revise sus actos o resoluciones y, en su defecto, encontrar comprobada la ilegalidad o la inoportunidad de los mismos; los revoque, los anule, los reconsidere o los rectifique, según sea el caso. De lo anterior podemos desprender que el recurso administrativo cuenta con diversos elementos que derivan de su propia naturaleza, como son: que se trata de un medio de defensa; es impugnable ante la propia administración pública; se encuentra contemplado en la ley; es oponible a los actos o resoluciones de la administración pública que vulneren la esfera jurídica de los administrados, y su efecto será para que la autoridad administrativa revise el acto o resolución y, en caso de encontrar comprobada su ilegalidad e inoportunidad, los revoque, los anule o los reforme, atendiendo al caso concreto.

Registro administrativo. El registro administrativo se traduce como el signo distintivo que la autoridad administrativa asigna a cada dato informativo que tiene bajo su resguardo, para su identificación y clasificación, con la intención de sistematizarlos y que estén disponibles al particular para su acceso y consulta; surten efectos entre los particulares. Lo anterior ha originado que los registros públicos se constituyan como instituciones, que teniendo como base el derecho registral, le otorgan la publicidad formal que deben revestir ciertos hechos o actos jurídicos para que el público en general conozca y pueda hacerse sabedor de su existencia y consecuencias jurídicas, y en circunstancias específicas, para darle validez a los actos inscritos en ellos. La doctrina ha considerado que dichas instituciones fueron creadas para proteger derechos, lograr una debida transparencia jurídica y dar seguridad jurídica como su fin último.

Reglamento. Es una norma de carácter general, abstracta e impersonal expedida por el titular del Poder Ejecutivo con la finalidad de lograr la aplicación de una ley previa. Los reglamentos son exclusivamente promulgados por los titulares del Poder Ejecutivo y son de menor jerarquía que las leyes, a las cuales no deben contravenir ni desbordar. Asimismo, son actos facultados al Poder Ejecutivo por razones lógicas, ya que la atribución genérica de crear las leyes conlleva el reconocimiento de permitirle ejecutarlas. Las leyes, por su propia naturaleza, no pueden prever todos los supuestos posibles, por lo que su grado de generalidad y abstracción debe ser amplio y omnicomprensivo; los reglamentos, en contraste, tienden a detallar los supuestos previstos en la ley para que la individualización y la aplicación del orden jurídico sean claras y efectivas.

Reglamento de Policía y Buen Gobierno. Es el conjunto sistematizado de disposiciones jurídicas, de carácter y observancia general, que regula el funcionamiento del municipio y su administración pública, así como los procedimientos, actividades y servicios públicos que proporciona dentro de su esfera de competencia. Asimismo, establece un mínimo de derechos y obligaciones a los habitantes, garantizando así el orden público y la seguridad de la comunidad. El Reglamento de Policía y Buen Gobierno tiene como finalidad primordial mantener la paz y la seguridad en el territorio en que se encuentra asentado el municipio a través de determinadas disposiciones jurídicas dirigidas a los habitantes de esa circunscripción territorial, con el fin de regular la organización, los procedimientos, las conductas y las sanciones, así como los recursos que admita la materia y la relación jurídica de las autoridades municipales con sus administrados.

Reglamento interior. Es el instrumento jurídico que, usualmente, expide el Ejecutivo federal con objeto de reglamentar las disposiciones generales que confieren atribuciones a las dependencias del Ejecutivo federal, pero que no es privativo de dicho poder y es también materia de los poderes Legislativo y Judicial, con objeto de reglamentar las áreas que son esfera de su competencia. Determina, de igual modo, la distribución de sus atribuciones entre las diferentes unidades administrativas de cada entidad, órgano o dependencia. Los reglamentos interiores no se dictan de acuerdo con el procedimiento constitucionalmente establecido para emitir una ley, y tienen el objeto de regular lo relativo a la actividad interna del órgano legislativo. Es importante señalar que existen reglamentos interiores que se expiden por órganos distintos al Ejecutivo federal, con fundamento en disposiciones tanto de orden constitucional como legislativas. Los reglamentos internos, como ya se indicó, son expedidos, por lo regular, por el presidente de la República; sin embargo, también deben ser refrendados por el secretario de despacho correspondiente, según dispone el artículo 92 de la Constitución, que señala: “Todos los reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente deberán estar firmados por el Secretario de Estado a que el asunto corresponda, y sin este requisito no serán obedecidos”.

Relación jerárquica. En la administración pública es característico encontrar una subordinación de los empleados inferiores con los superiores en la organización. Esa relación de jerarquía implica varios poderes que mantienen la unidad de dicha administración a pesar de la diversidad de los órganos que lo forman, esos poderes son los de decisión y de mando, que conserva la autoridad superior. El titular del Ejecutivo federal es, por lo tanto, el superior jerárquico de todos y cada uno de los funcionarios públicos que nombra, así como de los empleados que integran la plantilla del personal de las dependencias. Esa relación jerárquica implica, necesariamente, una subordinación de decisión y de mando del superior hacia el inferior. Lo anterior se justifica, ya que la titularidad del Poder Ejecutivo es unipersonal y el presidente de la República es el único responsable ante el pueblo de sus actos. No existe un órgano colegiado como responsable del ejercicio de atribuciones, a diferencia de los poderes Legislativo y Judicial. Ahora bien, el Ejecutivo se auxilia, para el ejercicio de sus funciones, de la administración pública descentralizada, de organismos descentralizados, de empresas de participación estatal, de instituciones nacionales de crédito, de organizaciones auxiliares nacionales de crédito e instituciones nacionales de seguros, de fianzas y de fideicomisos. En este tipo de órganos también existe una relación jerárquica subordinada con los mismos elementos ya descritos para la administración centralizada.

Resolución administrativa. Se trata de un acto de decisión, por parte de una autoridad en sede administrativa, que consiste en la subsunción del caso concreto a la norma jurídica con el propósito de poner fin al asunto del que conoce, lo anterior, mediante una operación lógica jurídica a una condición de hecho dada en el mundo fáctico, que realiza la autoridad, previo estudio del asunto. Es, pues, un acto administrativo con carácter decisorio, con la presunción de legalidad, que decide sobre el fondo del asunto planteado, o bien, pone fin a un procedimiento. Cuenta con efectos vinculantes propios para su cumplimiento, de tal modo que regirá una situación jurídica concreta que imponga, reconozca o constate dicha situación. La finalidad de una resolución administrativa es concluir un procedimiento incoado ante la autoridad administrativa, cuyo objetivo es resolver la controversia principal al estudiar en su totalidad los argumentos hechos valer por los interesados, de tal forma que sus derechos se encuentren satisfechos y restituidos a partir de la nueva condición jurídica dada por la resolución que se haya emitido.

Responsabilidad patrimonial del Estado. Es una institución jurídica que, mediante criterios objetivos de derecho público, establece la obligación directa del Estado de indemnizar a los particulares que hayan sido lesionados antijurídicamente en sus bienes o derechos, con motivo de la actividad extracontractual del propio Estado. La responsabilidad patrimonial del Estado constituye uno de los elementos fundamentales para que pueda hablarse, propiamente, de un Estado de derecho. La institución de la responsabilidad patrimonial del Estado supone la existencia de dos sujetos: uno, denominado activo, que tiene el derecho personal de exigir una prestación, y otro llamado pasivo, que tiene la obligación de realizar la prestación respectiva. El objeto de la relación jurídica es el derecho a la indemnización, y lo que se busca es la reparación; dejar indemne a la víctima por el daño que haya sufrido sin tener la obligación jurídica de soportarlo. Dicha indemnización comprende la reparación de los daños y perjuicios causados, incluidos los daños morales.

Responsabilidades de los servidores públicos. El ordenamiento jurídico mexicano establece un régimen de responsabilidades para los servidores públicos constituido en cuatro diferentes ámbitos: el constitucional, el administrativo, el penal y el civil. La existencia de este régimen múltiple de responsabilidades implica que, necesariamente, cuando existan acciones concurrentes y, por tanto, la aplicación de diferentes sanciones, los procedimientos respectivos se desarrollen de manera autónoma e independiente según la naturaleza de la acción que se deduzca y por la vía procesal que corresponda. Así, las autoridades tienen que turnar las denuncias a quien deba conocer de ellas.

Salubridad pública. Es la parte del derecho de protección de la salud que se otorga a través de prestaciones realizadas por el Estado en beneficio del individuo y de la sociedad en general, tendientes a proteger y restaurar la salud de la persona y de la colectividad a fin de alcanzar un estado físicamente sano de la población del país, de manera individual o concurrente. Asimismo, es una condición imprescriptible y necesaria del Estado moderno, y requiere de una constante intervención nacional y de medios idóneos. El derecho a la protección de la salud se basa en la disponibilidad y accesibilidad de servicios de atención médica, salud pública y asistencia social. Son autoridades sanitarias el presidente de la República, la Secretaría de Salud, el Consejo de Salubridad General y los gobiernos de las entidades federativas.

Sanción administrativa. Consecuencia punitiva que una ley o reglamento establece para sus infractores, que importa en la esfera jurídica del sujeto pero sin implicar permanentemente la libertad personal o corporal. Las sanciones administrativas para los particulares se encuentran previstas constitucionalmente en el apartado de derechos humanos dentro de la Constitución, por eso este tipo de sanciones debe ser escrupulosamente aplicado, garantizando en todo momento la ubicación de la conducta desplegada por el presunto infractor con la norma hipotéticamente violentada. Es necesario mencionar que también existen sanciones administrativas que se pueden imponer a servidores públicos y a personas que participan en contrataciones públicas. Éstas se encuentran previstas en el título cuarto de la Constitución, denominado “De las responsabilidades de los servidores públicos, particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, y patrimonial del Estado”.

Secretaría de Estado. Órgano centralizado de la administración pública federal, carente de personalidad jurídica aunque dotado de especialidad funcional y cuya tarea principal se centra en auxiliar al Poder Ejecutivo en actividades concretas. El secretario(a) de Estado es la persona física, titular de la secretaría, y es nombrado(a) y removido(a) libremente por el presidente de la República. En este orden de ideas, la Secretaría viene a ser una estructura y el secretario(a), el funcionario(a) que la encabeza. Es necesario añadir que la Secretaría de Estado contará con órganos administrativos desconcentrados que les estarán jerárquicamente subordinados y tendrán facultades específicas para resolver sobre la materia dentro del ámbito territorial que se determine en cada caso.

Servicio civil de carrera. Este concepto tiene como punto de partida la distinción que se hace dentro de los agentes del poder público, entre el político y el tecnócrata, y alude al propósito de integrar, entre los ocupantes de empleos públicos, un cuerpo selecto de servidores públicos, políticamente neutrales, que opere como la espina dorsal de la administración pública. Por tanto, la idea del servicio civil de carrera está orientada por el propósito de profesionalizar a ciertos servidores públicos, como son los ubicados en los mandos medios y en los inmediatos a los mandos superiores del aparato burocrático, a efecto de dar continuidad a los programas del sector público, para lo que se requiere propiciar su permanencia en el empleo a condición de que se capaciten y se mantengan actualizados en el desempeño idóneo de las tareas a su cargo. En el universo de los servidores públicos se distinguen dos categorías: de base y de confianza; éstos últimos, a su vez, pueden clasificarse en miembros del servicio civil de carrera y servidores públicos de libre designación. Los trabajadores de base gozan de inamovilidad en el empleo (excepto los de nuevo ingreso, que no serán inamovibles sino después de seis meses de servicios sin nota desfavorable en su expediente). Los trabajadores de confianza, en términos generales, son los que desempeñan tareas de dirección, inspección, vigilancia, fiscalización, auditoría, manejo de fondos o valores, control de adquisiciones y contratos, almacenes e inventarios, así como labores de investigación científica, asesoría y consultoría, además de actividades propias de los agentes del Ministerio Público, de policía y de las secretarías particulares. Dada su relativa seguridad en el empleo, el servidor público de carrera se ubica en una posición intermedia entre el personal de base y el de confianza no adscrito al servicio de carrera. En rigor, el servidor público de carrera viene a ser personal de confianza, habida cuenta de que desempeña tareas o labores que se acaban de mencionar.

Servicio público. Es la institución jurídico-administrativa en la que el titular es el Estado y cuya única finalidad consiste en satisfacer de una manera regular, continua y uniforme necesidades públicas de carácter esencial, básico o fundamental. Se concreta a través de prestaciones individualizadas, las cuales podrán ser suministradas directamente por el Estado o por los particulares mediante concesión. Por su naturaleza, estará siempre sujeta a normas y principios de derecho público. El servicio público es creado y organizado por el Estado mediante leyes emanadas del Poder Legislativo, y deben ser continuas, uniformes, regulares y permanentes; suponen siempre una obra de interés general oponiéndose al particular, y satisfacen necesidades materiales, económicas, de seguridad y culturales. Por otra parte, pueden ser gratuitas o lucrativas, pero varían de acuerdo con la evolución natural de la vida humana y las circunstancias de oportunidad política, espaciotemporales, de ambiente o climatológicas.

Servicio social. Actividad obligatoria y permanente del Estado cuyo fin consiste en promover el bienestar social, el desarrollo y la organización de la comunidad, así como mejorar, directa e indirectamente, el bienestar individual y colectivo a través de prestaciones fundadas siempre en el principio de solidaridad social. Atendiendo a la calidad de las personas que prestan el servicio social, éste se puede dividir en tres grandes grupos: a) servicio social de la administración pública; b) servicio social de pasantes, y c) servicio social de voluntariado. Con independencia de la persona que realice el servicio social, esta actividad siempre se caracterizará por ser obligatoria del Estado, ya que surge de la necesidad social o de la utilidad social y se resuelve a través de actos no lucrativos. Pueden satisfacer estas necesidades la administración pública, la iniciativa privada, los institutos de seguridad social y cualquier otro tipo de organización que, conforme a derecho, se constituya con fines de solidaridad social no lucrativos. Estas aportaciones son gratuitas, se regulan a través de ordenamientos jurídicos emanados del Poder Legislativo y el cumplimiento cierto y oportuno está a cargo del Estado, ya sea directa o indirectamente.

Silencio administrativo. Es la ausencia u omisión de actuación por parte de la autoridad administrativa. Igualmente, puede considerarse como la abstención de la autoridad para resolver una instancia promovida por un particular. Ante la carente expresión de la autoridad, el orden jurídico le confiere, en algunos casos, el efecto presuntivo de haberse pronunciado en contra de los intereses del promovente una vez que ha transcurrido el plazo o término correspondiente; en otros, le impone, también de manera presuntiva, un pronunciamiento afirmativo o positivo. De esta forma, se derivan diversos elementos para que opere esta institución administrativa: a) una instancia de particulares; b) omisión de la autoridad para resolver dicha instancia; c) agotamiento de un espacio temporal; d) presunción de una determinación de la autoridad, y e) negativa o afirmativa ficta respecto de la autoridad. Se considera que el silencio administrativo no es falta de forma, sino falta absoluta de acto, pues se entiende que la abstención de la administración pública con su silencio es la negación misma de la actuación o acto administrativo y, por lo tanto, se afirma que el silencio administrativo es consecuencia de una abstención de la autoridad, a la que la ley reconoce presuntivamente diversos efectos jurídicos.

Síndico municipal. Es el servidor público municipal integrante del Ayuntamiento, quien es electo directamente por la población del municipio — por lo regular— para salvaguardar sus intereses. Es intermediario entre las personas y las autoridades, y además de representar al municipio en varias instancias, cumple con los principios de legalidad, honradez y eficiencia. El síndico municipal es parte del Ayuntamiento, de conformidad con lo estipulado en el artículo 115 de la Constitución, que indica que será designado, generalmente, cada tres años por vía de elección popular directa, ya que algunas veces no se cumplen las formalidades establecidas en la Constitución ni en las leyes derivadas, debido a los usos y costumbres de cada comunidad; sin embargo, reglamenta con precisión lo correspondiente a la no reelección relativa de los miembros del Ayuntamiento e indica que los presidentes municipales, regidores y síndicos electos en forma directa y popular, no podrán ser reelectos para el periodo inmediato siguiente. Entre sus funciones más importantes destacan: asistir a las sesiones de cabildos; procurar la defensa y promoción de los intereses municipales; representar jurídicamente al Ayuntamiento en los litigios en que éste sea partícipe; fungir como auxiliar del Ministerio Público en los casos en que no exista la correspondiente oficina en el municipio; participar en las comisiones de las que sea parte, con la obligación de recabar información de los asuntos de los habitantes, y proponer soluciones viables, entre otras.

Sociedades de participación estatal. Son empresas en las que resalta, como nota distintiva, la unión de capitales públicos y privados, lo que origina dos alternativas, ya que al depender del grado de participación del Estado en el capital de la empresa, ésta puede ser considerada como empresa de participación estatal mayoritaria, o bien, de participación estatal minoritaria, aunque cabe señalar que en el caso mexicano, además de lo señalado, existen empresas de participación estatal unimembres, por ser de pertenencia exclusiva del Estado. Bajo el rubro de sociedades de participación estatal, caben las llamadas sociedades de Estado o sociedades de economía mixta, o empresas semipúblicas, y que en el ordenamiento jurídico mexicano se encuentran reguladas bajo la denominación de empresas de participación estatal. El objeto de las empresas de participación estatal mayoritaria deberá ser el impulso y la organización de las áreas prioritarias del desarrollo, particularmente las relacionadas con la satisfacción de los intereses nacionales y las necesidades populares.

Tarifa (derecho administrativo). En lo relativo a los servicios públicos, se puede entender por tarifa la lista de precios o tasas legalmente aprobadas que deben hacerse del conocimiento de los potenciales usuarios. A excepción de los clasificados como gratuitos, los servicios públicos deben ser remunerados o retribuidos, lo que significa que el usuario del servicio público deberá pagar un precio o tasa por el uso o aprovechamiento del servicio, que se fija en una tarifa. Son servicios públicos gratuitos todos los atendidos con recursos fiscales, como el de alumbrado público y el de educación impartida por el Estado, por ejemplo. Se llama precio (precio público o derecho) a la retribución hecha por el uso de un servicio público oneroso cuando su aprovechamiento es optativo para el usuario potencial, cuando éste no tiene la obligación legal o reglamentaria de utilizarlo. Así ocurre en el servicio público de suministro de energía eléctrica, de teléfonos, de transporte, en el postal y en el de telégrafos, entre otros. Para fijar los precios públicos o de las tasas que conformen las tarifas respectivas, conviene tener presentes los principios de igualdad, justicia, equidad, proporcionalidad, razonabilidad y certeza.

Trabajadores al servicio del Estado. Son las personas físicas que prestan sus servicios en la realización de la función pública, de manera personal, bajo la subordinación del titular o los representantes de una dependencia o entidad en virtud del nombramiento expedido por una autoridad competente. La relación jurídica de servicio entre el Estado y sus trabajadores adquiere un matiz particular en relación con los vínculos de trabajo, puesto que en ésta debe buscarse siempre la compatibilidad entre los derechos y beneficios de los trabajadores y el cumplimiento eficaz de la función pública por parte del Estado.

Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México. Es el órgano jurisdiccional con autonomía y jurisdicción plena para dirimir controversias entre los particulares y las autoridades de la administración pública de la Ciudad de México. El tribunal se encuentra dotado de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. Asimismo, cuenta con facultades para dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública local y los particulares; imponer las sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa grave y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda pública de la Ciudad de México o al patrimonio de sus entes públicos. Actualmente, el tribunal funciona con una Sala Superior, cinco salas ordinarias que resuelven de forma colegiada, una sala ordinaria especializada en materia de responsabilidades administrativas y derecho a la buena administración y una Junta de Gobierno y Administración. Cuando las necesidades del servicio lo requieran, a juicio de la Sala Superior se formarán salas auxiliares que tendrán la competencia que esta ley les otorga. La Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México establece que la designación de los magistrados se realizará por el jefe de Gobierno de la Ciudad de México, sujetos a la ratificación de la Asamblea Legislativa, por un periodo de 10 años, al término del cual, si son promovidos o ratificados, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos de lo dispuesto por la Constitución.

Tribunales administrativos de las entidades federativas. Son aquellos que tienen por objeto resolver las controversias entre los gobernados y las autoridades administrativas de carácter local. En la actualidad existen organismos jurisdiccionales especializados en materia de justicia administrativa en las entidades federativas y conocen, predominantemente de manera general o genérica, de los conflictos en materia administrativa, por lo que pueden decidir respecto de todos los actos y decisiones administrativas locales y municipales, incluyendo aquellas que se contraen a la materia fiscal.

Usuarios del servicio público. Jurídicamente puede definirse como el sujeto de derecho que voluntaria o involuntariamente se encuentra en una relación jurídica de derecho público para el uso o disfrute de una prestación o bien público. En ocasiones la calidad de usuario es general e impersonal; en otras es una situación jurídica individual. EI uso o disfrute de esta prestación puede ser gratuito o no gratuito. La relación no se encuentra en plano de igualdad, ya que las condiciones del convenio las fija unilateralmente la ley y el usuario lo acepta sin mayor recurso. En México, la situación jurídica del usuario está determinada por la ley o reglamento del servicio que se presta, y su gratuidad y no gratuidad dependen del servicio que se disfrute. Así, la Constitución establece, en diversos artículos, los servicios públicos gratuitos. El usuario mexicano se encuentra protegido por todo un sistema jurídico que asegura el cumplimiento y el funcionamiento regular y continuo por parte de la administración pública.
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